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- En Buenos Aires, a los veintisiete días del mes de agosto de 1997, a la hora 16 y 34:

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Prosigue el tratamiento en particular del proyecto de ley aprobado en general sobre Régimen de Etica Pública. 


En consideración el Capítulo II, que contiene los artículos 2º y 3º.


Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ATANASOF.- XE "Atanasof"  Señor presidente: en mi intervención de la sesión de este honorable cuerpo del día 20 del corriente, propicié un agregado al artículo 2º del proyecto de ley de ética pública por el cual se incorpora al ámbito de personas comprendidas en dicha normativa a quienes ocupen cargos en los directorios, juntas, comisiones, consejos o cualquier otra forma de administración y su personal jerárquico en las empresas prestatarias de servicios públicos, y sus figuras equivalentes en las asociaciones de cualquier índole que tengan por objeto la administración de fondos públicos de cualquier naturaleza. Mi propuesta no pretende ser, ni mucho menos, un cuestionamiento a la encomiable labor llevada a cabo por los miembros de las comisiones  que participaron de la elaboración de esta iniciativa ni tampoco un obstáculo a la sanción del proyecto de ley en consideración.


La modificación propuesta precisamente apunta hacia una ampliación de los alcances de esta normativa, ya que la corrupción y el correlativo comportamiento ético requerido para combatirla, disminuirla, y de ser posible, erradicarla, no son patrimonio ni exigencia exclusivos del sector público sino que se extienden a todo el ámbito del tejido social. Para que haya un funcionario público corrupto es necesario, como correlato, un integrante del sector privado dispuesto a corromperlo.


Consecuentemente, para que ello no ocurra, es necesario combatir, disminuir y erradicar la corrupción de todos los sectores, niveles y estratos sociales. Por lo tanto las exigencias de comportamiento de acuerdo con determinadas pautas éticas también deben ser reclamadas con la misma extensión por la sociedad.


Formulada la precisión que antecede, me manifiesto ferviente sostenedor de la necesidad de sancionar esta norma. Consecuente con tal posición, pretendo que ella tenga la extensión y el alcance necesarios  para cumplir cabal y acabadamente con la finalidad para la que fue concebida.


No deja de llamarnos la atención las distintas reacciones adversas que motivó esta iniciativa, que dista mucho de constituir un valladar insalvable respecto
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de la aprobación de una normativa que la comunidad  está reclamando clamorosamente.  Por el contrario, intenta constituir un importante aporte para que el clamor social, al que hiciéramos referencia precedentemente, encuentre el debido eco en este ámbito legislativo.


Entonces, en procura de salvaguardar la postura que tomara en la sesión anterior, considero que una alternativa válida es la de poder avanzar en materia de legislación de ética pública y consecuentemente, de ética privada. En tal sentido, empeño todo mi esfuerzo para concretar una extensión de los alcances de la normativa socialmente reclamada, y no como maliciosamente se la insinúa en algunos ámbitos. 


Desde esa óptica conceptual, considero que la problemática a que apunta la modificación que propicio se entronca con el debate sobre los alcances de la actuación estatal y su incidencia en la denominada libertad de mercado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia ruega a los señores diputados  que hagan silencio a fin de poder escuchar al orador que está señalando conceptos realmente importantes.

Sr. CRUCHAGA.- XE "Cruchaga"  ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con el permiso de la Presidencia?

Sr. ATANASOF.- XE "Atanasof"  Sí, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. CRUCHAGA.- XE "Cruchaga"  Señor presidente: sin perjuicio de analizar oportunamente lo sustancial de la propuesta formulada por el señor diputado preopinante, me parece importante aclarar al sólo efecto conceptual, que la corrupción puede provenir exclusivamente de un funcionario o un grupo de funcionarios públicos sin necesidad de que tengan como correlato un acto de corrupción por parte de una persona del ámbito privado.  Puede existir acto de corrupción en el ámbito de la actividad privada sin vincularse con el ámbito público, y también puede existir corrupción por la combinación de ambos sectores.  De manera tal que desde el punto de vista de la afirmación efectuada por el señor diputado preopinante, considero imprescindible ‑y sé que lo va a entender‑ que no limitemos exclusivamente los actos de corrupción a la combinación de un dirigente o funcionario público corrupto con uno privado.  Pueden darse tres variantes, y esto tal vez permitiría esclarecer el debate dada la cuestión que ha planteado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ATANASOF.- XE "Atanasof"  Comparto absolutamente las expresiones  del señor diputado por Buenos Aires.


Decía que el mercado no agota ni satisface plenamente las necesidades de la sociedad.  Más allá de esto, existe un amplísimo ámbito al que algunos economistas identifican como externalidades constituidas por todos aquellos fenómenos que tienen consecuencias e impactan sobre la economía y la sociedad y que no responden a las leyes de mercado. 


Todo el esfuerzo que hemos puesto durante el transcurso de esta semana para intentar encontrar normas que nos permitan combatir de la mejor manera posible la corrupción ha sido altamente positivo, en cuanto al intercambio que hemos tenido con las distintas fuerzas políticas de este Congreso.  


Luego de una pormenorizada evaluación de la propuesta que formuláramos en la sesión pasada, en nuestro bloque arribamos a un acuerdo a fin de adoptar una actitud pragmática, que si bien desde el punto de vista personal puede no satisfacerme -porque creo que quizás hoy estemos perdiendo una gran oportunidad histórica de legislar sobre estos temas-, no me cabe la menor duda de que son motivo
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 de gran preocupación de todos los miembros de este cuerpo.


Para finalizar reitero que no fue mi intención entorpecer el trámite parlamentario de esta norma; muy por el contrario mi máxima aspiración es que hoy pueda ser sancionada. Asimismo desearía que hoy todos asumiéramos el firme compromiso de legislar sobre aspectos éticos relacionados con una gran cantidad de asuntos del tejido social que con seguridad son también de gran preocupación para los señores diputados.


Por lo expuesto retiro mi propuesta de modificación del artículo 2° por la que se ampliaban los alcances de esta disposición a determinados ámbitos de la actividad privada.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: en primer término deseo agradecer al señor diputado Atanasof en nombre de la Cámara y no sólo del bloque Justicialista, como asimismo de la comisión, la posibilidad de avanzar rápidamente en la consideración de este proyecto de acuerdo con el texto consensuado.


Agradecemos el gesto de haber reconocido la inconveniencia de incluir en el artículo 2° esas cuestiones tan interesantes que él planteó en la reunión anterior y que, tal como lo señalaran diversos señores diputados, son tan importantes que ameritan un extenso y profundo debate que este cuerpo está dispuesto a realizar.  Estoy convencido de que a medida que vayamos avanzando en la discusión en particular iremos viendo de qué modo se pueden introducir en un artículo muchos de los puntos expuestos por el señor diputado Atanasof.


En nombre de la comisión solicitamos que al haber quedado superado el debate respecto del artículo 2° se pase a votar el Capítulo II, y si no hubiere objeciones luego se pase a considerar y votar el proyecto por capítulo con las enmiendas que oportunamente iremos enunciando.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- No habiéndose formulado observaciones al criterio propuesto por la comisión, se va a votar el Capítulo II, que comprende los artículos 2° y 3°.

· Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo III, que comprende los artículos 4° a 11.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: en el capítulo en consideración sólo propondremos una modificación respecto del artículo 11.


El texto sería el siguiente: “Las declaraciones juradas de las personas señaladas en los artículos 5° y 6° deberán ser publicadas en el plazo de noventa (90) días en el Boletín Oficial.  Cualquier persona podrá consultar y obtener copia de las mismas con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado con la única condición de su previa identificación.  Las declaraciones juradas tendrán valor probatorio solamente a los fines de un proceso seguido por delito contra la administración pública. (Título XI del Código Penal.)”

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. POLINO.- XE "Polino"  Señor presidente: no entiendo por qué la
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comisión se apartó de una sabia norma, que está contenida en la ley 11.683, referente al procedimiento tributario, que en la parte pertinente señala lo siguiente: “Las informaciones expresadas no serán admitidas como prueba en causas judiciales, debiendo los jueces rechazarlas de oficio, salvo en las cuestiones de familia, o en los procesos criminales por delitos comunes cuando aquellas se hallen directamente relacionadas con los hechos que se investiguen, o cuando lo solicite el interesado en los juicios en que sea parte contraria el fisco nacional, provincial o municipal y en cuanto la información no revele datos referentes a terceros." 


Me parece que esta redacción, contenida en la ley de procedimiento tributario, es mucho más amplia que la escogida por el dictamen de la comisión, ya que quedan excluidos, por ejemplo, los delitos comunes. Sin embargo, en el capítulo de delitos comunes del Código Penal, encontramos a los delitos contra la seguridad pública, contra el orden público, contra la seguridad de la Nación  ‑entre los cuales está incluido el de traición‑  y contra los poderes públicos y el orden constitucional. Luego también encontramos normas como las del lavado de dinero proveniente del tráfico de estupefacientes, el mismo tráfico de estupefacientes y el contrabando. Todos estos delitos no son contra la administración pública, ya que el Código Penal los incluye en otro capítulo. 


Considero que es muy común que el funcionario público se involucre en la comisión de delitos como los que acabo de señalar, los que no están comprendidos en el texto de la norma que acaba de leer el señor diputado Soria.


Creo que en este aspecto deberíamos ser lo más amplios posible para incluir las distintas variantes en las que pueda verse comprometido el funcionario público, y no sólo aquellas que están tipificadas en el capítulo del Código Penal como delitos contra la administración pública.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  Señor presidente: con respecto al artículo 11, estamos totalmente de acuerdo con la modificación planteada por el señor diputado Soria. Sin embargo, en función de lo que hemos conversado, nos parece que falta la expresión “en cualquier tiempo”, porque si no, podría caber la interpretación de que antes de la publicación no podría solicitarse una copia o, aun después de su publicación, podría decirse que ya se cumplió con la norma de publicidad. Por ello hemos agregado la expresión “en cualquier tiempo”, que tal vez el señor diputado Soria no registró, pero debe agregarse a la propuesta.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. BALTER.- XE "Balter"  Señor presidente: sólo quiero dejar
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 planteada nuestra observación con respecto a algo que señalamos al tratar este tema en comisión y que forma parte de la propuesta que hiciéramos cuando nos incorporamos a la Cámara.


En cuanto al régimen de las declaraciones juradas, en nuestro proyecto preveíamos algo que consideramos oportuno incorporar: un cuerpo de inspectores permanente, lo que no costaría un solo peso al Estado nacional ya que el mismo se puede conformar con miembros o funcionarios de la Dirección General Impositiva, creándose para ellos un régimen de estabilidad lo suficientemente fuerte como para que puedan auditar estas declaraciones juradas.


Mucho tememos –y por eso lo anticipamos en la consideración en general del proyecto‑ que estas presentaciones de declaraciones juradas sean un amontonamiento de papeles y que no tengan el efecto que estamos buscando.  Por eso analizábamos la posibilidad de suplantar la obligatoriedad de una declaración de bienes por la declaración de impuestos a las ganancias y también las correspondientes a los otros tributos en los que fuesen responsables los funcionarios que se encontraran inscriptos en la Dirección General Impositiva, y no como prevé el dictamen, que dice que hay que presentar la declaración de bienes y además, si uno está inscripto en la Dirección General Impositiva, acompañar los formularios correspondientes.  Creo que este es un mecanismo burocrático absolutamente innecesario...

Sr. PERNASETTI.- XE "Pernasetti"  ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con el permiso de la Presidencia?

Sr. BALTER.- XE "Balter"  Sí, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Catamarca.

Sr. PERNASETTI.- XE "Pernasetti"  Señor presidente: cuando la semana pasada se discutía el tema del alcance de la ley de ética al sector privado hablamos con el señor diputado Balter acerca de la posibilidad de introducir esta cuestión en el debate a través de un modo muy simple pero que merece un estudio muy importante: la derogación del secreto fiscal.  Es muy importante que las declaraciones de impuestos a las ganancias sean públicas para todos.  Es un principio esencial, incluso para la lealtad comercial, saber qué está pagando un competidor en función de los impuestos vigentes.  De lo contrario, si mantenemos el secreto de las declaraciones juradas de todos los impuestos –no sólo el correspondiente a ganancias‑, estaríamos fomentando la deslealtad.  Por lo tanto, este tema tiene que ser considerado con una norma mucho más amplia que abarque la derogación de este principio que está contenido en la ley de procedimientos tributarios.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. BALTER.- XE "Balter"  Señor presidente: efectivamente, hemos conversado con el señor diputado preopinante sobre este tema y creemos que la normativa existente en materia de secreto fiscal deberá ser motivo de un análisis profundo por parte de este cuerpo.


Obsérvese lo que ocurre en la Comisión que está analizando todo lo referido al mercado postal y aeroportuario, comprendiendo los negocios del oro, la documentación y demás.  Hemos pedido a la Dirección General Impositiva las declaraciones juradas de un grupo de empresas que se supone que tienen una vinculación económica.  Esta información ha llegado a la Comisión y su presidente nos habló con todo tino y criterio acerca de los inconvenientes en que se podría quedar incurso si un dato de esta declaración tomara estado público, con la
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imposibilidad de cumplir con nuestro cometido. Quedará flotando la contradicción en cuanto a los funcionarios o a cualquier persona que tenga una actividad en el Estado, y la posibilidad de que sus declaraciones juradas puedan ser consultadas.


Aclaro que sobre el tema hablo con absoluta tranquilidad porque vengo presentando las declaraciones de impuestos todos los años, estando a disposición de cualquier ciudadano con el único requisito de identificarse. Por lo tanto, nadie podrá sospechar en este caso que estamos queriendo poner un palo en la rueda, en lo que respecta a este proyecto. Reitero lo dicho porque antes que nada vale una práctica que venimos realizando desde hace varios años. 


Obsérvese que los legisladores que integran una comisión investigadora sobre denuncias como las que se han recibido en este recinto ​-que han sido receptadas por unanimidad y que han determinado incluso la formación de las citadas comisiones​- no pueden tener acceso a declaraciones fiscales de personajes que han sido imputadas de actitudes mafiosas y que están siendo investigados por posibles hechos ilícitos. Es decir, no podemos mirar esas declaraciones.


Como bien señalaba el señor diputado preopinante, este es un tema que deberá analizar este cuerpo: me refiero al levantamiento del secreto fiscal en la República Argentina, para poder determinar quiénes son los corruptos y los delincuentes que roban al pueblo de la Nación, que hoy deja de recibir, según declaraciones del propio presidente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda de este cuerpo, 40 mil millones de pesos al año. Esta cifra representa casi todo el presupuesto nacional, y permitiría tener educación, cultura, seguridad y justicia para todos los habitantes de la República.


Una vez que se implemente esta propuesta vamos a encontrar una cadena de delincuentes y corruptos, cuestión que hoy no podemos determinar por la existencia del secreto fiscal.


Quiero efectuar una moción concreta, solicitando a la comisión que considere la posibilidad de incorporar un artículo en el Capítulo III, por el cual se crea un cuerpo de inspectores permanentes para que tal como dice nuestra propuesta, revise y realice un control de todas las declaraciones juradas que deban ser presentadas, con el objetivo  de detectar a aquellos que no cumplen con sus obligaciones o bien dar una sanción moral a quienes cometan irregularidades. En ese sentido se solicita la publicación en los tres medios de mayor circulación de la República.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. ARAMBURU.- XE "Aramburu"  Señor presidente: deseo aclarar el sentido de la limitación de la validez probatoria de las declaraciones juradas. El régimen que se procura sancionar obliga a determinadas categorías de funcionarios de la administración pública o de otros poderes, sean políticos o de carrera, a presentar declaraciones juradas patrimoniales. Es decir que se trata de la obligación de declarar, que puede tener o tiene amparo siempre que se dé dentro del régimen que estamos tratando, que es el de la ética en la función pública.


Si en cambio a la declaración jurada le diéramos validez como medio probatorio para otras circunstancias de la vida de cada uno de tales funcionarios, estaríamos comprometiendo la garantía del artículo 18 de la Constitución Nacional, en el sentido de que nadie está obligado a declarar contra sí mismo.


Se ha buscado de esta manera un equilibrio entre la garantía que contempla que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo y la necesidad de dar transparencia a la gestión y a la situación de los funcionarios. No hemos hecho más que repetir algo que ya contempla la legislación actual en el artículo 268 bis del Código Penal, cuando se refiere al enriquecimiento injustificado. En este caso se limita el valor de la declaración que hace el imputado o sospechado sólo en sus efectos en lo que respecta a ese delito, y no se lo
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extiende a ningún otro hecho o conducta de la persona de la que se trate. Al respecto entendemos que el sentido de esta norma es el de proteger a la administración y  la hacienda públicas de la conducta de quienes no respetan los principios éticos. Esta es la razón de esa limitación.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. VIQUEIRA.- XE "Viqueira"  Señor presidente: debo manifestar nuestra coincidencia con la modificación que se ha propuesto al texto del artículo en tratamiento, pero quiero aprovechar esta oportunidad para plantear que desde nuestro punto de vista los legisladores deberíamos expresar nuestra voluntad política para poner en vigencia a partir de ahora lo que estamos estableciendo en este artículo.


Por ese motivo los integrantes de este bloque ‑algunos señores diputados ya lo hicieron en forma personal‑ solicitamos al señor presidente de la Honorable Cámara que deje sin efecto el carácter secreto que por ahora tiene la declaración jurada de los integrantes de este cuerpo. Entonces el secretario administrativo quedaría autorizado ante cualquier ciudadano que puediera consultar nuestras declaraciones juradas. Además sería pertinente adecuar la resolución que rige en esta materia a lo que establece el proyecto de ley en consideración.


Por estas razones reitero que coincidimos con la modificación que se ha propuesto y aprovechamos la oportunidad para informar al plenario de la decisión que hemos adoptado en nuestro bloque.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. CAFIERO.- XE "Cafiero"  Señor presidente: he pedido la palabra para proponer a la comisión la incorporación de un párrafo a este artículo, vinculado con una obligatoriedad para aquellos declarantes que además de su actividad funcional hubieran tenido bajo su administración fondos reservados. En este sentido sugiero que junto con la declaración jurada de bienes se publique el destino que dieron a esos fondos o gastos secretos, para saber cuál ha sido el manejo discrecional que se ha hecho de tales sumas de dinero.


Por ello, sin perjuicio de la posición adoptada por nuestro bloque respecto de la necesidad de derogar los fondos reservados que se administran en los tres poderes del Estado –en particular pedimos la derogación de los que se maneja en esta Honorable Cámara‑, solicitamos que quienes los hayan administrado publiquen en el Boletín Oficial, junto con su declaración de bienes, el destino que  han dado a tales partidas.


El texto cuya incorporación solicitamos señala: “Las personas objeto de esta ley deberán también publicar el destino de los fondos reservados o gastos secretos que por cualquier causa hubieran tenido a su cargo administrar.”
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Sr. PRESIDENTE (López Arias).-Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. FAYAD.- XE "Fayad"  Señor presidente: prácticamente sobre la finalización de la sesión anterior formulé una observación puntual en torno del capítulo III que estamos tratando, referida a los sujetos y a la facultad de este Honorable Congreso de dictar una norma sobre ética pública que no solamente alcance a los funcionarios descriptos en el artículo 5° del proyecto. 


En esa oportunidad indicamos ‑de la misma manera en que alzamos nuestra voz cada vez que se afectaron los derechos de las provincias‑ que esta norma se dicta no sólo por imperio de lo dispuesto por el artículo 36 de la Constitución Nacional sino también en virtud de acuerdos internacionales sobre lucha contra la corrupción. Además, el inciso 12 del artículo 75 de nuestra Carta Magna dispone que el dictado de normas de contenido penal –es decir, la legislación penal de fondo‑ es facultad delegada al Congreso de la Nación.


Señalé también que en el artículo 5° se hace una enunciación detallada de los funcionarios o empleados públicos comprendidos en esta norma, y no se advierte allí la incorporación de las autoridades provinciales y municipales. En tal sentido expresamente también se debería indicar que todos los funcionarios o empleados públicos, cualquiera sea el origen de su designación –voluntad popular o autoridad competente‑ quedan incluidos en las disposiciones de la ley.


Formulé esa propuesta porque de lo contrario estaríamos creando en el nivel nacional dos categorías de funcionarios públicos, especialmente en cuanto a la inclusión de falsedades en la declaración de sus bienes y a la falta de presentación en los términos del artículo 41 del proyecto.


Si la ley se aprobara tal cual está proyectada habría funcionarios que al cometer delitos serían pasibles de sanción, mientras otros, al cometer lo que aquí se tipifica como delito, no lo serían por no estar incluidas en la normativa las autoridades provinciales o municipales.


Por lo expuesto quiero dejar expresa constancia de mi voto negativo para este capítulo III.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).-Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: tal como lo anticipara con motivo del tratamiento en general, voy a fundamentar en contra de la declaración jurada expuesta libremente a la curiosidad pública.


Considero que hemos incurrido en un exceso –yo diría‑ un poco demagógico. Pido que me disculpen –con esto no apunto a agraviar a los colegas‑, pero cuando uno más quiere exaltar la transparencia de sus propios bienes pareciera que estuviese haciendo lo necesario para que el Honorable Senado no apruebe esta iniciativa, para que nadie con cordura y sensatez se atreva a cometer el sacrilegio de violar la personalidad humana.


En el capítulo que estamos considerando hay artículos que obligan al funcionario público a hacer declaraciones juradas de bienes de las personas los que
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son terceros que nada tienen que ver con la propia decisión, con la autonomía de su voluntad, como se expresa -por ejemplo-, en el artículo 7°. Aquí se establece la obligatoriedad de declarar los bienes propios de la mujer, así como los de la persona con la que se cohabita y los del grupo conviviente.


La ley ha establecido una valla infranqueable para que el marido disponga de los bienes propios de su mujer, con el objetivo de preservarlos no solamente de la administración sino también de la disposición de aquél y, con mucha más razón, de la posibilidad de que por el hueco que significa el ejercicio de la función pública, la propietaria -que para este caso de empleo o función públicos es un tercero- se vea injuriada y agraviada frente a la publicación que el esposo debe hacer de los bienes de su mujer.


Quisiera que algún jurista integrante de la Cámara brinde una respuesta satisfactoria, que racionalmente explique cómo se puede establecer la obligatoriedad de presentar la declaración jurada de los bienes propios de la mujer o de la concubina.


Señalo que la concubina por tal circunstancia no es una socia. No hay sociedad de hecho por el aporte de la concubina por sus tareas domésticas. Los tribunales han resuelto en forma unánime que cuando la concubina pretende la división de la sociedad de hecho una vez muerto el cónyuge propietario de los bienes, alegando el aporte de sus tareas como concubina, se debe rechazar la acción, dado que éstas constituyen simplemente el trabajo para la convivencia y no implican aporte societario.


Por lo tanto, el hombre de la casa, dueño de los bienes, no tiene ningún derecho a publicar los propios de la concubina, que a este efecto es una tercera, un habitante de la misma casa.


Más allá de la explicación que estoy pidiendo señalo en relación con el artículo 11 que, sin duda, esta disposición apunta a complacer a un sector del periodismo que ha propiciado esta idea. Los periodistas me han preguntado varias veces si podrán tener derecho a ver las declaraciones juradas de los funcionarios públicos. Contesté que solamente tendrán ese derecho si promueven una denuncia o querella y demuestran la existencia de un interés público actual que posibilite la ruptura de otro derecho que corresponde a cualquier ser humano, consistente en disfrutar de su privacidad.

Sr. SORIA (C.E.).- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la venia de la Presidencia?

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Sí, señor diputado. Espero que responda a la pregunta que he formulado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para una interrupción tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: sin ánimo de polemizar con el señor diputado Garay, con quien comparto la integración de varias comisiones y ha realizado aportes muy importantes, le pediría que leyera detenidamente el texto del artículo consensuado, porque lo que ha manifestado no tiene nada que ver con la actual redacción sometida a consideración del plenario.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Corrientes.
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Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: aclaro que en la reunión anterior, cuando estábamos sentados en nuestras bancas se repartió un texto que supuestamente era el del último acuerdo al que se había arribado entre integrantes de las respectivas comisiones. En esa oportunidad señalé que las comisiones se reunían sin que participara la totalidad de sus integrantes. Pretendía que tuviéramos derecho a participar en la formación primaria ‑en la génesis- de la futura norma.


Es posible que haya una nueva redacción, pero sería para mí muy grato enterarme de que la declaración de bienes ya no es pública ni está a disposición de cualquier vecino que, exhibiendo su identificación personal, pretenda llevarse una fotocopia. ¿Alguien me podría responder si esto se ha modificado?

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para aclarar este punto la Presidencia entiende que es conveniente ceder la palabra al señor diputado Soria.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Estoy de acuerdo, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para una aclaración tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: quizás el barullo reinante no haya permitido al señor diputado Garay captar el texto. Lo leí detenidamente para que los señores diputados lo maduraran, en especial el señor diputado Garay, que siempre hace observaciones agudas.


A la redacción de la semana anterior le hemos introducido una modificación. Además de ser públicas las declaraciones juradas de los funcionarios señalados en los artículos 5° y 6° del proyecto, tal como figuraba en el texto anterior ‑que decía que cualquier persona con el solo requisito de su previa identificación tenía acceso a esa declaración jurada-, hemos agregado que esa declaración jurada será publicada en el Boletín Oficial.


No es cierto que en esto la prensa se vaya a sentir discriminada. Todo lo contrario: cualquier periodista, como cualquier ciudadano, va a tener acceso a esa declaración jurada. Ese es el sentido del artículo.


Para ser más claro ‑adelanto que vamos a aceptar la corrección propuesta por el señor diputado Dumón- lo leeré nuevamente. Dice así: "Las declaraciones juradas de las personas señaladas en los artículos 5° y 6° deberán ser publicadas en el plazo de noventa días en el Boletín Oficial a solicitud del organismo receptor.


"En cualquier tiempo toda persona podrá consultar y obtener copia de las mismas con la debida intervención del organismo que las haya registrado y depositado, con la única condición de su previa identificación. 


“Las declaraciones juradas tendrán valor probatorio solamente a los fines de un proceso seguido por delito contra la administración pública. (Título XI del Código Penal)"

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: evidentemente lo expresado por el señor diputado preopinante ratifica mi aserción del principio. Se ha hecho lo que la prensa quiso, y ahora se lo vamos a facilitar más, porque no va a tener que pagar las fotocopias. Bastará con suscribirse al Boletín Oficial para que el periodista, o el vecino que así lo desee, sepan cuál es la totalidad de bienes que tiene el fulano nombrado en determinada función.


Se olvidan de que existe un conjunto de derechos de la personalidad que son inmanentes al ser humano. Esto quiere decir que son propios y connaturales. No los ha concedido el legislador, sino que son fruto de la naturaleza. La ley ha puesto límites a los excesos
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 de la naturaleza humana, para adecuarla a la convivencia, a la paz y a la armonía social.


El constituyente de 1853 ha recogido ese derecho a la intimidad, estableciendo en el Capítulo Primero de la Constitución, sobre declaraciones, derechos y garantías, la inviolabilidad de la correspondencia epistolar, del domicilio, de la propiedad, de la defensa de la persona y sus derechos.


Entonces, ¿acerca de qué estamos legislando? Estamos violentando el espíritu del sistema republicano de gobierno y tratamos de mostrar al ciudadano que  somos honestísimos. Considero que la mejor manera de hacerlo es sosteniendo permanentemente una conducta coherente, ajustada a principios éticos, y no mediante expresiones escritas que parecieran de gran valentía, tales como que me desnudo y soy capaz de mostrar mis intestinos a mi vecino para que vea que soy un hombre honesto. 
Aunque moleste a mis colegas, eso es demagogia. Reflexionemos y volvamos las cosas a su lugar. 


Hace mucho tiempo, junto con el ex señor diputado Leconte, presenté un proyecto por el que se establecía la obligatoriedad de la declaración jurada por escritura pública, y a la vez, que la omisión de algún bien podría constituir falsedad ideológica. Pero no estoy en el concurso del más honesto, pues simplemente hay que serlo.


Estoy en desacuerdo no con la declaración jurada sino con el sentido que se le quiere dar. Comparto que la declaración jurada persigue un objetivo de bien público, pero la necesidad pública obviamente debe ser la de descubrir a un funcionario a quien se denuncia por la comisión de un delito –particularmente el enriquecimiento ilícito‑ contra la administración pública. Así, la declaración jurada permite corroborar los bienes declarados al inicio de la función y los existentes al momento de la denuncia.


Entonces, quien desee tener acceso a la declaración jurada de un funcionario público simplemente deberá formular la denuncia pertinente, con el coraje civil de ciudadano, y el proceso continuará su curso. Pero de ninguna manera  el vecino tiene el derecho a curiosear en la intimidad de un funcionario.


Preservemos al hombre; no tiremos a la basura a quien se convierte en funcionario público, pues tiene derecho a la intimidad.


Reflexionemos y establezcamos en los artículos 6º y 11 que la declaración tendrá carácter secreto y que cualquier ciudadano podrá acceder a ella simplemente con la exhibición de la constancia de una denuncia formulada respecto del funcionario por un delito contra la administración pública.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Neuquén.

Sr. FERNANDEZ.- XE "Fernández"  Señor presidente: adhiero a los conceptos vertidos por el señor diputado Garay y a la vez señalo que entre lo sublime y lo ridículo hay una mínima diferencia, y temo que en esta oportunidad estamos a punto de transitar por el camino de lo ridículo.


Se pretende que los funcionarios que actúan en la vida pública tengan que mostrar en un show su vida privada.
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 Francamente cuesta entender que prestigiosos juristas y colegas integrantes de esta Cámara no adviertan que estamos transitando por el filo de la inconstitucionalidad con este artículo 11 tal cual está redactado.  


Por eso, quiero dejar constancia de que voy a votar en contra de este artículo, haciendo la aclaración de que no comparto en absoluto la idea de hacer públicas las declaraciones juradas.  Durante los treinta años de mi vida pública nunca he necesitado dar muestras de honestidad y no estoy dispuesto ‑excepto que se me obligue por ley, lo que supongo no va a ocurrir‑ a tener que hacer un show de mi vida privada.  No estoy dispuesto a entrar en un terreno farandulesco mostrando lo que uno ha hecho o ha dejado de hacer.  Si alguien tiene algo que decir que haga la pertinente denuncia, y estaremos todos en condiciones de poder expresarnos y hacer conocer ante un juez todo lo que corresponda.  


En virtud de lo expuesto y de lo señalado durante el debate en general de la iniciativa que estamos considerando, reitero mi voto negativo respecto de este artículo 11 en lo que se refiere a la publicidad de las declaraciones juradas, máxime ahora que en este campeonato de honestidad pareciera que también van a ser publicadas en el Boletín Oficial.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por el Chaco.

Sra. CARRIO.- XE "Carrió"  Señor presidente: antes de contestar al señor diputado Fayad me gustaría hacer una aclaración al señor diputado Garay.  

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia solicita a los señores diputados  que guarden el debido silencio y respeten al orador que está en el uso de la palabra.  Se escucha un permanente murmullo y de esta manera no es posible seguir atentamente los diferentes discursos sobre un tema tan tascendente como el que nos ocupa.


Continúa en el uso de la palabra la señora diputada por el Chaco.

Sra. CARRIO.- XE "Carrió"  Simplemente deseo señalar al señor diputado Garay, en cuanto al planteo de la violación de las garantías constitucionales, que el ingreso al ámbito de lo público supone deberes y responsabilidades y que quien quiere permanecer en el espacio privadísimo de esas garantías que invoca, lo que debe hacer es no ser funcionario público ni postularse a candidato para diputado nacional.  De esta manera estará preservando su declaración de ingresos.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  ¿Me permite una interrupción, señora diputada, con el permiso de la Presidencia?

Sra. CARRIO.- XE "Carrió"  Preferiría terminar con la argumentación, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consecuencia, continúa en el uso de la palabra la señora diputada por el Chaco.

Sra. CARRIO.- XE "Carrió"  El ingreso al escenario público  por parte de un funcionario o de un candidato supone responsabilidades públicas.  El vecino no es quien debe curiosear.  Todos los vecinos que conforman la sociedad son los votantes, frente a los cuales los funcionarios públicos deben dar respuestas de sus actos.  Está muy bien que al asumir sus cargos los funcionarios deban decir qué bienes tienen, para que ese vecino que es el votante y que es quien controla la función pública, pueda saber cuál es el progreso, el enriquecimiento o el empobrecimiento de dicho funcionario.


Entiendo el planteo de garantías constitucionales si se tratara de obligar a los particulares a hacer una declaración pública de sus bienes, pues ellos no han decidido ingresar al espacio público; pero la decisión de hacerlo supone responsabilidades, donde estas garantías individuales ceden frente a las responsabilidades públicas.


La segunda cuestión que quiero plantear está ligada al debate más interesante que ha señalado el señor diputado Fayad en la reunión anterior, acerca de si deben ser incluidos en la obligación de efectuar la declaración jurada los funcionarios y gobernadores provinciales.  Ahí hay que tener muy en claro que no hay que rozar

T.14
Almirón

Strasberg

V.M.
facultades reservadas a los gobiernos provinciales.


Los artículos 5° y 122 de la Constitución Nacional establecen claras reglas de competencia federal. En el artículo 75 existen un poder delegado al Congreso de la Nación, un poder reservado a las provincias  ‑todo lo no delegado‑  y un poder concurrente en materia de bienestar general.


En materia de ética pública se debe definir primero qué es lo público en el texto de nuestra Carta Magna.  En mi opinión, lo público es obviamente lo público federal.  No puede ser lo público provincial porque en ese caso existiría una contradicción entre la disposición de la norma sobre ética pública y los artículos 5° y 122 de la Constitución Nacional.


En la Constitución de la provincia de Córdoba se establecen para acceder a la función pública requisitos tales como presentación de declaraciones juradas y régimen de incompatibilidades.  Entonces, en el caso de que esta norma entrara en contradicción con disposiciones locales la Corte haría prevalecer la norma provincial en razón de que el principio de supremacía último es el de la Constitución Nacional.  Según lo dispuesto por el artículo 5° de la Constitución Nacional el Congreso de la Nación no puede avanzar sobre cuestiones públicas locales reservadas a los gobiernos provinciales.


Sí estoy de acuerdo con lo que sostiene el señor diputado Fayad en el sentido de que no se puede fijar una disposición penal que sólo incluya a los funcionarios comprendidos en la ley.  De este modo entiendo que suprimiendo esta disposición y enmarcando el delito penal en el incumplimiento de los deberes de funcionario público se zanjaría lo mencionado por el señor diputado Fayad al invitar a las provincias a adherir a esta normativa.


Reitero que lo que no puede hacer el Poder Legislativo es inmiscuirse en el régimen de incompatibilidades y requisitos para la función pública de los gobiernos provinciales, porque incluso se estarían imponiendo condiciones de idoneidad para el acceso a los cargos públicos, como por ejemplo el de gobernador provincial, lo que desde todo punto de vista sería absolutamente inconstitucional.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por Tucumán.

Sra. PASQUALINI DE ACOSTA.- XE "Pasqualini de Acosta"  Señor presidente: adhiero en todos los términos a lo expresado por el señor diputado Garay.


No estoy en contra de la presentación de declaraciones juradas.  Tanto es así que la presenté de inmediato cuando aquí en la Cámara me fue solicitada.  Sin embargo, sí me opongo a que la declaración jurada se haga pública porque, tal como bien lo señaló el señor diputado por Corrientes, tenemos derecho a la privacidad.


No quiero extenderme en esta cuestión pues los señores diputados preopinantes han sido muy claros al respecto, pero deseo que quede constancia de que votaré este artículo por la negativa.


Para finalizar, quiero expresar que lamento que en este tema, que es el de mayor debate en el capítulo en consideración, los señores diputados hayan estado muy entretenidos en otras cuestiones y no hayan prestado atención a esta profunda discusión en la que se han expuesto argumentos contundentes.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  Señor presidente: en primer término, ratifico en un todo la interpretación constitucional que de modo casi didáctico expresó la señora diputada Carrió.


Efectivamente el reparo presentado por el señor diputado Fayad y otros legisladores se puede corregir sacando el tipo penal específico para cierta categoría de funcionarios.  Consideramos esta propuesta como una muy buena sugerencia.


En segundo lugar, es imprescindible volver a algunos aspectos del texto que estamos considerando que han convulsionado a la opinión pública.  Me refiero a si las declaraciones juradas serán o no públicas.


Como bien lo manifestó la señora diputada Carrió y lo sostiene nuestra Corte, la igualdad es para los iguales. Al ingresar en la categoría de la función pública se adquieren obligaciones que neutralizan los derechos
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que puede tener un individuo común.


Por una razón muy elemental, lo que hacen el funcionario público, el legislador o el juez afecta la vida de los demás; en cambio, lo que hace un ciudadano sólo afecta su propia vida.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con el permiso de la Presidencia?

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  No voy a aceptar ninguna interrupción, señor presidente, porque tampoco las he pedido. En consecuencia, así como yo escuché al señor diputado Garay, creo que es una norma de tolerancia y de respeto indispensable  que podamos terminar con la exposición de nuestras ideas. Además, quisiera que se haga silencio en el recinto.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia solicita a los señores diputados que guarden silencio.


Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  Señor presidente: la reserva no es un derecho personalísimo que se pueda acreditar en cualquier caso; ni siquiera puede constituir una apelación difusa al derecho natural.


La reserva y el secreto no constituyen un derecho de los funcionarios. Se trata de todo lo contrario. Además, hay tiempos en la vida de los pueblos. El actual no constituye un momento cualquiera de la historia argentina, ya que nuestro país está cuestionado. ¿Cómo podríamos tener miramientos frente a esta circunstancia? 


Ya lo he señalado en privado y lo quiero hacer público: felicito la decisión de los diputados justicialistas por sumarse a este esfuerzo, ya que en este tema no puede haber banderías.


Resulta imprescindible que hagamos lo que corresponde. Permanentemente estamos bombardeados por noticias negativas vinculadas con esta cuestión. Hasta existe una clasificación internacional que nos coloca en un lugar que es una verdadera vergüenza para el país.


Frente a ello, ¿cómo no vamos a exhibir nuestra intimidad? Por otra parte, ¿se pierde la intimidad por divulgar cómo se compone nuestro activo y pasivo? Yo creo que no, ya que en la manifestación de bienes no contamos lo que sucede en el medio de la pieza que estamos ocupando.


Estamos en un momento de la historia de nuestro país que obliga a seguir este ejemplo a quienes están en el Poder Ejecutivo, en el Congreso, en el Poder Judicial y en los gobiernos de las provincias. 


Los funcionarios provinciales, por ejemplo, también deberían decir que no basta con ser honestos. Hoy también tenemos el deber de demostrar que lo somos. Incluso, esta norma sería la mejor defensa para que los jueces, los políticos y los funcionarios que son honestos puedan mostrar cuáles son sus bienes, cuál fue su origen y de dónde provienen sus ingresos. De ninguna manera ello puede ser tildado de demagógico.


Tal vez pueda comprender que alguien viva como un sacrificio esta suerte de pérdida de identidad. Lo que ocurre es que la política se justifica éticamente si sirve a los demás, y para ello, la clase política debe saber que es necesario sacrificarse por los demás, que representan el interés general.


Por eso, desde esta bancada, recogiendo la propuesta del señor diputado Viqueira, le solicito que presente el proyecto de resolución y que me autorice a acompañarlo. Por supuesto que si lo hacemos como establece esta norma, la información tendrá que ser un poco más completa, agregando el pasivo y el activo de los cónyuges a la declaración que ya tenemos en esta Cámara. Pero mientras tanto solicito que por vía de ese mismo proyecto
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 de resolución se autorice al presidente de la Cámara a hacer públicas las declaraciones juradas de los diputados.  Es más, voy a pedir a la organización no gubernamental a la que presenté mi declaración jurada que la haga pública porque quiero mostrar a la sociedad que no todos los políticos argentinos son iguales ni necesitan el secreto fiscal para escudar su patrimonio. (Aplausos.)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. CRUCHAGA.- XE "Cruchaga"  Señor presidente: solicito que la Cámara autorice la inserción de un texto que contiene mis opiniones sobre este tema, las cuales siguen la línea desarrollada por la señora diputada Carrió acerca de la constitucionalidad del proyecto que está en discusión, lo que fue objeto de un interesante debate tanto en el seno de la comisión redactora como en el de la Comisión de Asuntos Constitucionales.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Oportunamente se requerirá la autorización de la Honorable Cámara para proceder en la forma solicitada.


Tiene la palabra el señor diputado por Tucumán.

Sr. BULACIO.- XE "Bulacio"  Señor presidente: creo que hay una dosis de hipocresía y, aún más, de demagogia en el tratamiento de este proyecto de ley de ética pública.  Sin duda, todos queremos transparencia; la hemos tenido a lo largo de nuestras vidas en las diversas actividades que nos tocó vivir y sin embargo hoy tenemos que presentar una declaración jurada sujeta a la curiosidad de cualquiera por el solo hecho de ser hombres públicos.


He presentado un proyecto de ley muy simple que establece que las declaraciones juradas efectuadas ante la Dirección General Impositiva –tanto de ganancias como de bienes personales‑ deben ser públicas y obligatorias para todos los funcionarios en el momento de su designación o elección, aun cuando sus ingresos no justifiquen esta presentación ante el organismo de control.  Y este proyecto lo presenté porque sin duda la Dirección General Impositiva es un cuerpo técnico con capacidad para analizar el incremento del patrimonio y los recursos contenidos en una declaración jurada.  Pero creo que estamos entrando en un camino complejo cuando dejamos librada a la mera curiosidad la exposición de las declaraciones juradas.  Creo que esto es demagógico y no práctico, y es aún mucho menos práctico que inundemos el Boletín Oficial con estas declaraciones juradas o manifestaciones de bienes.  Entiendo que esto implicaría de hecho un engorro enorme.


Por ello, pienso que debemos llamarnos a la reflexión y votar a conciencia. Cada uno sabe si quedar expuesto en esta forma es una actitud de transparencia o de demagogia.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia solicita a los señores diputados que han pedido la inserción de sus discursos en el Diario de Sesiones que los acerquen a  Secretaría a efectos de que luego se solicite la autorización de la Honorable Cámara  para proceder en consecuencia.


Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. BRAVO.- Si me permite, señor presidente, por su intermedio pido al señor diputado que me precedió en el uso de la palabra que retire los términos “demagogia” e “hipocresía”...

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Señor diputado: la Presidencia le va a conceder el uso de la palabra luego de que haya hecho lo propio el señor diputado Trettel Meyer, oportunidad en que se le habilitará el micrófono a fin de que todos los señores diputados puedan oírlo.


Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. TRETTEL MEYER.- XE "Trettel Meyer"  Señor presidente: quiero dejar sentada 
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mi posición personal sobre el tema en debate. La doctrina es pacífica y uniforme, lo mismo que la jurisprudencia inmutable de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el sentido de que las normas constitucionales deben ser interpretadas en forma armónica.


El artículo 36 in fine, Capítulo Segundo, Primera Parte de la Constitución, bajo el título “Nuevos derechos y garantías”, establece que el Congreso sancionará una ley sobre ética pública para el ejercicio de la función.


Asimismo, la Segunda Parte de la Constitución, en su Título Primero ‑”Gobierno Federal”‑ y en su Sección Primera ‑”del Poder Legislativo”‑ da atribuciones al Congreso en el artículo 75.


Por último, el artículo 121, del Título Segundo  de la Segunda Parte de la Constitución dice que las provincias conservan todo el poder no delegado por esta Constitución al gobierno federal.


Mi conclusión es que en el artículo 36, última parte, se ha efectuado una delegación al Congreso de la Nación para legislar sobre la ética de la función pública. De tal manera que este artículo comprende también a todos los funcionarios o agentes públicos de las provincias y aun de los municipios.


Quiero recordar que el artículo 5° no presenta ninguna discordancia cuando dice que cada provincia dictará para sí una Constitución bajo el sistema representativo republicano de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional. Justamente este imperativo constitucional de la última parte del artículo 36 está contenido en los “Nuevos derechos y garantías”.


Por lo señalado, dejo sentada mi posición y solicito al cuerpo autorización para abstenerme en la votación de este artículo, porque realmente no lo veo claro.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. BRAVO (A.P.).- XE "Bravo (A.P.)"  Señor presidente: simplemente quiero decir que estamos en un debate muy trascendente, que hace ‑tal como lo planteara la señora diputada Elisa Carrió‑ a las diferencias entre la esfera pública y la privada. 


No quiero entrar en este tipo de disquisiciones; sólo quiero decir que el señor diputado Bulacio tendría que efectuar la correspondiente rectificación, si la juzga pertinente, en el sentido de que no ha tenido ningún interés en lesionar a quienes pensamos que el patrimonio debe hacerse público y debe exhibirse, porque no hay nada que ocultar.


Tampoco es admisible imaginar que los diputados que no pensamos como él vamos a utilizar este artilugio con una actitud demagógica o hipócrita. Creo que el señor diputado no puede juzgarnos a todos por igual porque de lo contrario estaría incurriendo en una generalización que no corresponde.


Por eso le pido señor presidente, antes de
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plantear una cuestión de privilegio, que pregunte al señor diputado si ratifica o rectifica lo que expresara en el sentido de que aquellos diputados que estamos de acuerdo con que se exhiba nuestro patrimonio asumimos una actitud demagógica o hipócrita.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Por haber sido aludido, tiene la palabra el señor diputado por Tucumán.

Sr. BULACIO.- XE "Bulacio"  Señor presidente: quiero aclarar que al decir que hay una dosis de hipocresía y demagogia no estaba juzgando conductas.  Hace unos días, hice referencia al modo en que la prensa está marcando el paso a esta Cámara y al Congreso.  Esto es grave, señor presidente.


Entiendo que cada uno tiene la voluntad y la capacidad de decidir hacer pública su declaración jurada; de hecho, quien les habla da plena publicidad a la suya.  Pero creo que al considerar una norma de este carácter, que nos involucra a todos, tenemos derecho a expresar lo que sentimos; esta es nuestra obligación.


El ritmo con el que está funcionando esta Cámara no se parece al ritmo cardíaco, sino que es más compulsivo.  Como dije, la prensa nos va marcando los temas que debemos tratar.  En este sentido, me gustaría que esta Cámara funcionara como Napoleón aconsejaba a sus generales: que no se dejen derrotar por las críticas de esos críticos que siempre existen y que son profundamente agresivas, ni seducir por los halagos, que de alguna manera marean, sino que actúen de acuerdo con sus propias convicciones, siguiendo los dictados de su conciencia.


Eso es, simplemente, lo que debemos hacer todos.  Entiendo ‑sin juzgar conductas personales‑ que no debemos entrar en el plano de la demagogia o de la hipocresía. Por eso pido disculpas al señor diputado Bravo si se sintió aludido. Creo que se trata de un concepto general y debo expresarlo así, tratando de que todos legislemos lo mejor posible.


En esta Cámara hemos emitido nuestras opiniones sobre este tema con mucha libertad, y ojalá siga siendo así. Espero haber dado satisfacción al señor diputado Bravo.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia aclara que dará el uso de la palabra al señor diputado Garay por segunda vez porque reglamentariamente le corresponde.  Asimismo, recuerda a los señores diputados que el proyecto en consideración contiene más de cincuenta artículos y que si continuamos con este nivel de discusión, sin sintetizar los conceptos, no podremos sancionar en la reunión de hoy esta norma que ha generado una gran expectativa en la comunidad.


Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente...

Sr. SORIA (C.E.).- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con el permiso de la Presidencia?

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: entiendo que para que una interrupción sea considerada como tal tiene que estar relacionada con lo que está expresando quien está haciendo uso de la palabra. De lo contrario, sería simplemente una expresión, un discurso o una inserción contra natura.


Por eso, si mis palabras motivan al señor diputado Soria a pedir una interrupción, se la voy a conceder, pero antes voy a iniciar mi discurso.


Lamentablemente, no he recibido una respuesta racional a varios interrogantes que he formulado. Cuando solicitó el uso de la palabra la señora diputada Carrió
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a quien considero alguien racional e inteligente, esperaba una respuesta racional. Sin embargo, me ha decepcionado: no ingresó en el campo de lo lógico, para darme una respuesta política.


Se ha expresado también que la esfera de la intimidad no existe porque los actos de los funcionarios son públicos. Coincidimos con que los actos son públicos pero no lo son los bienes, los derechos, los papeles.


¿Saben ustedes, señores diputados que el artículo 18 de la Constitución Nacional no sólo da privacidad a la correspondencia epistolar, sino también a los papeles?


En Estados Unidos hasta la basura es privada; no se puede revisar. De allí no se pueden obtener elementos probatorios para los juicios porque se trata de mantener en un ámbito de privacidad o intimidad los derechos de las familias, que pueden ser revelados hasta en la escoria, en los desperdicios.


Es obvio que no se ha dado respuesta. Tal vez la cuestión ha venido mal planteada porque lo que aquí importa es que exista una fundada razón para romper el esquema de la privacidad que, de acuerdo con la Constitución, tienen las personas, los ciudadanos argentinos.


Se quiere establecer una excepción a las pautas del artículo 16, sobre igualdad ante la ley, del artículo 17, sobre propiedad privada e inviolabilidad, del artículo 18, sobre domicilio, correspondencia, papeles, personas, bienes, defensa en juicio, etcétera, es decir, todo lo que es sagrado para el mecanismo republicano. Entonces, ¿para qué vamos a esforzarnos? Lo único que tenemos que hacer es recordar la existencia de esas normas de carácter constitucional.


Quienes quieren establecer una excepción a esas normas deberán tener un poderoso fundamento, porque es cierto que las normas de la Constitución están sujetas a las ...

Sr. SORIA (C.E.).- ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con la autorización de la Presidencia?

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Sí, señor diputado, pero solicito a la Presidencia que descuente del término que me corresponde el tiempo que insuma esta interrupción.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Reglamentariamente no existe esa posibilidad, señor diputado.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: me gustaría que más allá de este tema de los descuentos, se cumpliera con lo que dispone el reglamento que esta Cámara aprobó en cuanto a las intervenciones y al tiempo destinado a ellas.


El objetivo que hoy tiene este cuerpo es sancionar la ley de ética pública que ha sido consensuada y en la que están dispuestos a avanzar la mayoría de los bloques políticos que integran esta Cámara.


Al final de todas las exposiciones, a la hora de cierre a cargo de este presidente de la Comisión de Asuntos Constitucionales, será muy difícil recordar las intervenciones de todos los señores diputados porque se ha ido cambiando de tema, de artículo y de capítulo. 


Lo que me queda claro es que algunos legisladores tienen una definida postura en contra del proyecto que estamos tratando.


El núcleo de esta iniciativa es la presentación de la declaración jurada de bienes. Los diputados que con motivo del tratamiento en particular están en contra de determinados artículos, están en contra de la ley. Durante la consideración en general y antes de la aprobación tuvieron oportunidad de hacer todas las manifestaciones, y de hecho las hicieron.


Si seguimos este temperamento en cada uno de los artículos, escucharemos la oposición de estos colegas a la ley, no a determinados artículos.


El señor diputado Garay –a quien tengo el mayor de los respetos‑, está en contra de la ley y en contra de la declaración jurada; ya lo ha dicho. Sólo le pido que me permita contestar las observaciones que han formulado algunos legisladores para proceder a la votación y seguir avanzando.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Señor diputado Soria: tenga usted la tranquilidad de que esta Presidencia hace cumplir estrictamente lo que dispone el reglamento.


Durante la discusión en particular el señor diputado Garay tiene derecho a dos intervencinones de diez minutos cada una.


Continúa en uso uso de la palabra el señor
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diputado por Corrientes. La Presidencia aclara que el tiempo asignado para hacer uso de la palabra es improrrogable.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: si es necesario voy a pedir que por Secretaría se dé lectura del artículo 158 del reglamento. Estoy haciendo uso de la palabra en representación de mi bloque y tengo derecho a dos intervenciones de diez minutos.


Además, quiero señalar que el consenso a que se refiere el amigo Soria -por quien tengo un gran respeto- no es tal, porque de lo contrario no existiría esta discusión. Creo que por suerte existe disenso.


El consenso puede ser bueno en alguna circunstancia, pero cuando se trata de horadar nada menos que una de las garantías constitucionales más caras al sistema republicano, cuando se trata de preservar la dignidad del hombre, es preciso discutir la cuestión. De otro modo no podríamos preciarnos de ser hombres de la democracia, hombres públicos.


En ningún momento he compartido el criterio de que estas declaraciones tengan tal carácter, y me permito corregir al señor diputado Soria. La presunción que él hace en el sentido de que estoy en contra de este proyecto corre por su cuenta. Estoy en contra en los puntos que he señalado. Hasta ahora expreso mi voluntad con discernimiento, intención y libertad, y nadie puede hablar por mí en este recinto.


Por lo tanto, estoy a favor de la ley de ética pública, pero voy a proponer -lo he hecho llegar a Secretaría- la incorporación de una disposición nueva a fin de que sea aplicable el artículo 268 del Código Penal, sobre enriquecimiento ilícito. Espero que el oficialismo apoye esta propuesta o seguirá siendo letra muerta el texto del artículo 268 del Código Penal, que no prospera en los tribunales.


Comparto lo manifestado en el sentido de que la actuación de los funcionarios es absolutamente pública. Es obvio que estamos hablando de esa actuación. Estimo que esa actuación debe visualizarse como en una caja de cristal y lo que sale e ingresa del erario público debe ser conocido en forma inmediata por los medios y por la ciudadanía que tenga interés en conocerlo.


Sin embargo, una cosa son los actos o hechos de los funcionarios públicos y otra la actividad privada, los bienes que los funcionarios poseen como persona.


No es posible que -como proponía la señora diputada Carrió- quien desee ser funcionario público deba enajenar su privacidad. Si eso fuera así, yo tampoco desearía serlo, y aseguro que muchos hombres de honor de este país, si tuvieran la obligación de dejar abiertas las puertas de su casa, de su familia, de sus afectos, y andar desnudos por la calle, no aceptarían la función pública por más honrosa que sea, ya que estarían dejando de lado y tirando a la basura un sector de su personalidad tan importante para su propia vida como es la manutención de su dignidad y privacidad.


Por el hecho de ser funcionario público hay quienes me aplauden, pero también existen quienes me critican y hasta quienes me odian por lo que expreso. Me pregunto si mi declaración puede quedar a disposición de los que me odian para que tengan la posibilidad de secuestrar a algún integrante de mi familia. Incluso 
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 podrían llegar a extorsionarme con mis propios bienes. Pueden tener la posibilidad de hacer la publicidad maliciosa de algunos bienes, como podría ocurrir con el propietario de un hotel alojamiento. Aclaro que no tengo ese tipo de bienes ni los voy a tener, pero la sociedad cree que el propietario de ellos es un lenón, un rufián, un tratante de blancas; este es el concepto de la moralina social.


¿Ustedes creen que tienen derecho a saber hasta qué cantidad de dinero tiene un determinado funcionario en su casa, en su caja fuerte, en el ropero o debajo del colchón para ser vulnerable a cualquier ataque?


Quiero que quede debida constancia de que no tengo objeción alguna con respecto a la declaración jurada. ¡Ojalá la prensa recoja en su sentido correcto lo que he dicho y también analice la trayectoria de un hombre que ha sido fiel a sus principios y que se ha manejado con honestidad! Mi pueblo y mi provincia no pueden efectuarme ni una sola imputación. Estoy en una guerra frontal con el gobierno de mi provincia, que ha hurgado en mi patrimonio y en todos los expedientes de mi estudio, sin encontrar una sola causal para imputarme alguna irregularidad.


¡Por eso me ofendo cuando se piensa que uno está en contra de la ley queriendo ocultar algo! No quiero ocultar absolutamente nada; sólo quiero tener un espacio de privacidad como ser humano. (Aplausos.)

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: antes de contestar las observaciones planteadas por algunos señores diputados, haré dos reflexiones.


La primera consiste en que para nosotros, los que estamos de este lado del recinto desde hace muchísimo tiempo, la verdadera democracia consiste en que el gobierno haga lo que el pueblo quiere, respetando un solo interés: el del pueblo. Desde hace mucho tiempo los diferentes candidatos han recogido de la sociedad el reclamo constante y permanente de transparencia, claridad y honestidad por parte de los funcionarios.


Como bancada mayoritaria no hicimos nada más que cumplir con ese viejo apotegma. Constituye una verdad de Perogrullo que no habría ninguna ley si este bloque mayoritario no hubiera estado de acuerdo. 


El otro día, durante la discusión en general, dije que los diputados oficialistas impulsábamos desde hace más de noventa días la sanción de esta ley que, nada más y nada menos, iba a reglamentar un artículo de la Constitución Nacional. Lo vuelvo a decir esta tarde: este proyecto de ley va a ser sancionado porque ha sido consensuado con las distintas bancadas. Pero el puntapié inicial lo dio el presidente de esta comisión, que representa al bloque del oficialismo. Y lo ha hecho porque este bloque respeta, quiere y acepta las intenciones de la gente, a la que nos debemos.


La segunda reflexión consiste en que comparto plenamente las observaciones de la señora diputada Carrió cuando decía que los hombres públicos lo somos para todo. No podemos gozar de los beneficios de ser hombres públicos para algunas cosas y molestarnos por otras. 


A continuación, voy a responder a las observaciones formuladas al Capítulo III, fundamentalmente al artículo 11. 


La comisión rechaza las observaciones formuladas por el señor diputado Polino; acepta lo planteado por el señor diputado Dumón, agregando dos palabras que habían sido acordadas con anterioridad, pero que lamentablemente en el texto se habían omitido; rechaza la moción formulada por el señor diputado Garay; y acepta parcialmente las inteligentes y profundas observaciones formuladas por el señor diputado Balter, las que van a ser analizadas en extenso cuando propongamos al final el agregado de un artículo que tendrá mucho que ver con lo planteado por el señor diputado por Mendoza.
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Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por el Chaco.

Sr. RUIZ PALACIOS.- XE "Ruiz Palacios"  Señor presidente: simplemente deseo expresar que votaré afirmativamente este capítulo porque la carta orgánica del Partido Acción Chaqueña manda a sus afiliados que ocupen cargos públicos presentar  declaración jurada de sus bienes. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se va a votar el Capítulo III, que contiene los artículos 4º a 11, con las modificaciones propuestas y aceptadas por la comisión.

· Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo IV, que contiene el artículo 12.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: solicitamos que el artículo en tratamiento quede redactado de la siguiente manera: “Aquellos funcionarios cuyo acceso a la función pública no sea un resultado directo del sufragio universal, incluirán en la declaración jurada los antecedentes que acrediten conocimiento en la materia de su competencia. La declaración jurada deberá incluir antecedentes laborales a efectos de un mejor control respecto de los posibles conflictos de intereses que puedan plantearse.”


Hemos suprimido de este artículo, con el consenso de la comisión, todo lo relacionado con los antecedentes académicos o profesionales y las publicaciones u otras actividades conexas. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor  presidente: si bien este artículo ha sido muy modificado, a mi juicio en él persiste un sentido que no cumple con el objetivo que se persigue.


Originariamente este Capítulo se intitulaba “Idoneidad”, pero a mi entender ese concepto se hallaba confuso o de alguna manera era clasista pues hacía referencia a quienes estaban en condiciones de ocupar determinados cargos, estableciéndose cualidades para tal fin. 


Considero que en la forma en que se encuentra planteado este artículo, pareciera que los cargos sólo fuesen para aquellos que han tenido la posibilidad de acceder a niveles educacionales, quedando en inferioridad de condiciones para ocupar un cargo aquellos  ciudadanos que provienen de otros sectores sociales  y representan distintas realidades.

- Ocupa la Presidencia el señor presidente de la Comisión de Legislación General, doctor José Gabriel Dumón.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Siguiendo con el objetivo contenido en el artículo 11 respecto de las declaraciones juradas de bienes, entiendo que sólo debe solicitarse la inclusiòn de  antecedentes para aquellos cargos cuyo ejercicio requiere la presentación de un determinado título. Por ejemplo, para ser juez, debe presentarse el título de abogado. De lo contrario, sólo aparecerán como bien dotados para
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 los cargos aquellos que tengan un título en Harvard.

Sra.LIPONEZKY DE AMAVET.- ¿Me permite una interrupción, señora diputada, con la venia de la Presidencia?

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Sí, señora diputada.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Para una interrupción, tiene la palabra la señora diputada por Entre Ríos.

Sra. LIPONEZKY DE AMAVET.- XE "Liponezky de Amavet"  Señor presidente: creo que la señora diputada no ha comprendido el sentido de este artículo.  La referencia histórica que hizo respecto de su elaboración ha sido salvada precisamente por este texto.  Ha habido aportes de colegas de distintas bancadas en el sentido de que en la redacción originaria podría presumirse una actitud excluyente respecto de determinadas personas vinculada fundamentalmente con la habilitación que genera la experiencia, el conocimiento y hasta la militancia consecuente en función de una causa compartida.  Por eso, esto ha quedado absolutamente salvado.


También quiero dejar aclarado, en honor al trabajo realizado por la subcomisión,  que no hubo nunca una intención elitista ni excluyente respecto de la redacción de esta normativa.  Considero que podríamos avanzar en esta materia aceptando y votando este artículo  con las correcciones incorporadas pues despeja cualquier tipo de dudas,  ya que no lo establece como una condición para ingresar al cargo público ‑deberíamos definirlo como carga pública‑ sino que la incorporación de los antecedentes es un registro más que habilita competencia e idoneidad según el sentido común de la gente y la letra de la Constitución Nacional para acceder a dicho cargo.  


De manera que, teniendo en cuenta el texto señalado por el señor diputado Soria ‑que de ninguna forma implica una condición para ingresar al cargo, función o empleo público‑, propongo que pasemos a votar este artículo.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Continúa en el uso de la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  No obstante, considero que habría que agregar la expresión "en aquellos cargos que así lo requieran".  De lo contrario, podría llegar a suceder que en el supuesto de contar con los antecedentes de un ministro que proviene del movimiento obrero y de otro recibido en Harvard se considere que aquél que tiene antecedentes determinados no está en condiciones o no tiene la suficiente idoneidad.  


Para ser juez se requiere el título de abogado así como para trabajar en la Auditoría General de la Nación se requiere el de contador; pero cuando ello no ocurre puede ser discriminatorio y puede dar lugar a una interpretación no del todo clara.

Sr. SORIA.- ¿Me permite una interrupción, señora diputada, con el permiso de la Presidencia?

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Sí, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Para una interrupción, tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA.- Señor presidente: lo que está señalando la señora diputada por la Capital está establecido expresamente en el artículo en cuestión cuando dice que acrediten conocimientos en la materia de su competencia.  Va de suyo que un juez no puede ser nombrado si no tiene el título de abogado.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor presidente: me parece que tiene que ser en los cargos que lo requieran, porque de lo contrario el antecedente puede llegar a constituir un elemento discriminatorio.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"   Señor presidente: no obstante no haber obtenido una respuesta racional y saber que toda respuesta siempre tiene carácter político, quiero señalar que este artículo 12  es un mero engendro que no sé qué objetivo persigue.  Tal vez esté enmarcado dentro del campeonato que busca obtener la medalla de oro a la honestidad en la función pública.
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El Código Penal argentino establece de modo específico la descripción de una conducta típica a la que atribuye una pena privativa de la libertad para el caso del funcionario que toma a otro que carece de la aptitud o idoneidad exigida para la función a desempeñar.  En verdad no sé cuál es el objetivo de esta disposición, como no sea el de una mera declamación.  En el caso de que se tratara de un cargo al que se accede por concurso de antecedentes y oposición resulta obvio que si no se cumpliera con ese requisito se incurriría en incumplimiento de los deberes de funcionario público.


Para que no se discuta propongo lisa y llanamente que se suprima el artículo 12; nada perderá la legislación argentina con ello.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. ARAMBURU.- XE "Aramburu"  Señor presidente: tal como quedó explícito en todos los plenarios de las comisiones, la finalidad de esta norma es simplemente poner en conocimiento público los antecedentes de los funcionarios designados.  Por ello se solicita que en la declaración jurada se incluyan los antecedentes, que permiten conocer si el individuo tiene la idoneidad para desempeñar el cargo para el que ha sido designado.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Se va a votar el Capítulo IV, que comprende el artículo 12, con las modificaciones propuestas y aceptadas por la comisión.

· Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- En consideración el Capítulo V, que incluye los artículos 13 a 16.


Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. ARAMBURU.- XE "Aramburu"  Señor presidente: en el capítulo en consideración se propone modificar el artículo 13 estableciendo una incompatibilidad para la realización de determinados actos y no para los cargos.  


El texto propuesto es el siguiente: “Es incompatible con el ejercicio de la función pública, dirigir, administrar, representar, patrocinar, asesorar, o de cualquier otra forma, prestar servicios a quien gestione o tenga una concesión o sea proveedor del Estado, siempre que el cargo público desempeñado tenga competencia funcional directa, respecto de la contratación, obtención, gestión o control de tales concesiones, beneficios o actividades.”


Para el artículo 14 se propone el siguiente texto: “Las incompatibilidades que se establecen en el presente capítulo tendrán vigencia desde la asunción de la función o cargo respectivo y hasta un año después de haber cesado en la misma.”

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor presidente: considero que en este artículo se debería agregar al Estado Nacional los gobiernos provinciales, las municipalidades y la ciudad autónoma de Buenos Aires. Digo esto porque, como
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legisladora nacional, me alcanza la misma incompatibilidad cuando realizo una gestión ante el gobierno nacional que ante la empresa que recoge la basura en la ciudad de Buenos Aires. Me parece que si esto no se aclara, queda una especie de vacío. 


Entonces, debemos señalar la existencia de la incompatibilidad de un legislador o de un funcionario ante cualquier nivel contractual. En caso contrario, mañana alguien puede alegar que una determinada negociación es incompatible con el gobierno nacional, pero no con un gobierno provincial o con el gobierno de la ciudad autónoma de Buenos Aires. 


Por eso propongo que se diga: “Estado nacional, estados provinciales, municipalidades y ciudad autónoma de Buenos Aires.”  Así ampliamos la incompatibilidad, lo que considero correcto.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: en el artículo 14 se extiende la incompatibilidad a seis meses antes de asumir la función o cargo respectivo y hasta un año después de haber cesado en los mismos. Ello me parece bastante irracional, ya que se limita la posibilidad de designar funcionarios que en su vida privada sean profesionales exitosos, como contadores, abogados, ingenieros, etcétera. 


Asimismo, quiero señalar que nuevamente estamos legislando al margen del reglamento, ya que las modificaciones se acuerdan fuera del recinto. Ellas están preestablecidas entre los integrantes de la comisión y quienes proponen los cambios. Quienes asistimos al recinto y no estamos en el equipo que acuerda las modificaciones, nos encontramos en una inferioridad de condiciones increíble, porque cuando llega el momento no sabemos qué ha cambiado. 


Incluso, a veces las modificaciones son sustanciales y se generan en el recinto por parte de los impulsores del proyecto, lo que no nos permite ni siquiera el estudio y la reflexión acerca de tales proposiciones. 


De cualquier manera, pregunto si el artículo 16, donde se establece la nulidad de los actos, se mantiene tal como está o si ha sufrido modificaciones. Luego de  obtener una respuesta a esta inquietud, quisiera continuar en el uso de la palabra.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- La Presidencia pregunta al señor diputado Soria si el artículo 16 contiene modificaciones que no figuran en el ejemplar que posee el señor diputado Garay.

Sr. SORIA (C.E.).- El artículo 16 dice así: “Sin perjuicio de los derechos de terceros de buena fe, los actos emitidos por los sujetos del artículo 2° que estén alcanzados por el artículo 13 serán nulos de nulidad absoluta. Las firmas contratantes o concesionarias serán solidariamente responsables por la reparación de los daños y perjuicios que por esos actos le ocasionen al Estado.”

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: creo que ha habido una muy buena intención al redactar este artículo, ya que de antemano establece una nulidad vinculada con una incompatibilidad, pero creo que el efecto es muy peligroso y nocivo. Con esto se genera una inseguridad jurídica que, si bien puede resguardar al tercero de buena fe afectado, se mantiene latente para dejar sin efecto importantes actos jurídicos que se deriven de un hecho que puede ser desconocido por la parte contratante con el Estado
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y señalo que en materia de derecho administrativo los actos del Estado tienen presunción de legitimidad. Entonces, al establecerse de antemano a través de la ley su nulidad, sólo se genera inseguridad jurídica.  Esta es la razón por la cual solicito que el texto sea revisado y se le dé una nueva redacción.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor miembro informante de la comisión.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: si hay otros diputados anotados para opinar sobre estos artículos, preferimos expresar la posición de la comisión al finalizar la consideración del capítulo.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por Neuquén.

Sr. PELLIN.- XE "Pellín"  Señor presidente: muy brevemente quiero decir que tendríamos que definir estas incompatibilidades por el lado positivo.  Entiendo que todo funcionario público que sea electo por voluntad popular y aun aquellos que son designados por el poder administrador y desarrollan su función en el marco de la contingencia política deberían hacerlo con dedicación exclusiva, debiendo quedar así establecido en la ley de ética pública.  De este modo nadie tendrá la duda de si quien desempeña un cargo político tiene alguna otra función alternativa o alguna restricción que pudiera ser eventualmente ignorada por el público.  Si esto se definiera positivamente no habría ninguna duda de que cualquiera que solicitara a un funcionario que cubre determinados niveles dentro de la Administración Pública que desarrolle otra actividad estaría intentando someterlo a una función que por definición es incompatible.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- Tiene la palabra el señor diputado por el Chaco.

Sr. FRAGOSO.- XE "Fragoso"  Señor presidente: en relación con esta norma, y en especial la del artículo 14, es dable señalar que estamos hablando de plazos que se vinculan no sólo con la incompatibilidad desde el punto de vista del desempeño de una función o de otra sino de la existencia de verdaderos conflictos de intereses que puede haber entre el funcionario que ha ocupado un cargo y que pasa a cubrir otro en un sector que –digamos‑ entra en conflicto con el Estado.


Por ello sostengo y propongo la eliminación de la mención de los seis meses anteriores, porque realmente coloca casi en un estado de imposibilidad de acceder a los cargos a importantes ciudadanos argentinos que podrían hacerlo sin necesidad de entrar en un conflicto de intereses con el Estado.


Señor presidente: acaban de informarme que esa referencia a los seis meses ha sido eliminada.  Lo que ocurre es que la copia del proyecto que tengo en mi poder no consigna esa supresión, con la que estamos de acuerdo.

Sr. PRESIDENTE (Dumón).- ¿Qué dice la comisión?
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Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: antes de responder globalmente a las observaciones efectuadas a los artículos de este capítulo, deseo hacer una reflexión. Parece ser que esta tarde no nos llevamos bien con el señor diputado Garay, quien señaló al inicio de la discusión de este capítulo que planteaba modificaciones y que nosotros no le contestábamos en forma racional sino políticamente.


Le quiero aclarar que siempre la respuesta política es una respuesta racional.


Por otra parte, la comisión acepta las modificaciones propuestas por el señor diputado Aramburu con relación a los artículos 13 y 14.

- Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 1º de la Honorable Cámara, doctor Marcelo Eduardo López Arias.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. CRUCHAGA.- XE "Cruchaga"  Señor presidente: para fundar el sentido de mi voto, solicito autorización para que se inserten las observaciones que he presentado por escrito.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración. Se va a votar la inserción solicitada por el señor diputado por Buenos Aires.

-Resulta afirmativa. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Queda incorporada la inserción solicitada.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Pido la palabra para una aclaración.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital, advirtiéndole que ya ha sido cerrado el debate de este capítulo.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"   Señor presidente: deseo preguntar al señor diputado Soria por qué no acepta lo que he planteado, que es absolutamente lógico. Las incompatibilidades no deben ser sólo con el Estado nacional sino también con los provinciales, los municipales y el gobierno autónomo de la ciudad de Buenos Aires. No puede aceptarse que un diputado nacional de la ciudad de Buenos Aires tenga incompatibilidades con el Estado nacional y no ocurra lo mismo en el caso de los legisladores provinciales o  funcionarios municipales.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia le indica que este tema ya fue debatido en el recinto y se dieron las explicaciones correspondientes.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Pero, señor presidente, lo que planteo es una cuestión lógica.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La señora diputada no estaba en el recinto cuando se daban esas explicaciones.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor presidente: las he escuchado...

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Corresponde votar el Capítulo V, que comprende los artículos 13 a 16.

-Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo VI, que comprende los artículos 17 y 18.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).-  La señora diputada Garré propuso modificaciones que han sido aceptadas por la comisión. En ese sentido, solicito que la señora diputada dé lectura de esas modificaciones.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. GARRE.- XE "Garré"  Señor presidente: hemos propuesto en el artículo 17 la eliminación de las palabras “uso social”, es decir que queda redactado de la siguiente forma: “Los funcionarios públicos no podrán recibir regalos, obsequios o donaciones, sean de cosas o servicios, con motivo o en ocasión del desempeño de sus funciones. En el caso de que los obsequios sean de cortesía o de costumbre diplomática...”, y continúa el artículo tal como está. Aquí pedimos la eliminación de la expresión “uso social” en el sentido de que la finalidad buscada por el artículo es contradictoria precisamente con esas palabras “uso social”.


Si hubiera que dar un ejemplo de regalos de uso social, tendríamos que hablar de las típicas agendas de fin de año, que no es el tipo de regalo prohibido en esta legislación. Incluso nuestra jurisprudencia, cuando se refiere al sistema de regalos, dádivas, etcétera, pretende resguardar la imagen del funcionario público en cuanto a su irreprochabilidad y falta de sospecha, en el entendimiento de que los regalos de uso social no están comprendidos en el bien que se pretende tutelar en este artículo.


La segunda modificación propuesta se refiere al caso de los obsequios de cortesía o costumbre diplomática, donde la autoridad de aplicación reglamentará su registración. Aquí proponemos que después del texto: “En el caso de que los obsequios sean de cortesía o de costumbre diplomática, la autoridad de aplicación reglamentará su registración...” se diga: “y en qué casos y cómo deberán ser incorporados al patrimonio del Estado, para ser destinados a fines de salud, acción social y educación, o al patrimonio histórico cultural si correspondiere.”
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 En este sentido cabría poner como ejemplo el caso de las condecoraciones que a veces otorgan los estados extranjeros, que evidentemente pertenecen al funcionario que las recibió y que por ende no deberían pasar a formar parte del patrimonio del Estado Nacional.


Como entiendo que no pueden existir distintos regímenes que constituyan excepciones a este principio demasiado genérico que se establece en el artículo en tratamiento, correspondería que fuera la reglamentación la que indicara en qué casos y de qué manera deberán ser incorporados los obsequios al patrimonio del Estado.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. ARAMBURU.- XE "Aramburu"  Señor presidente: propongo la supresión del artículo 18 del dictamen dado que el tema de los obsequios a los funcionarios públicos en razón del desempeño de sus cargos está regulado por el artículo 259 del Código Penal. En consecuencia, de insistirse en la inclusión de este texto se daría imprecisión a un tipo penal que ya está legislado en la jurisprudencia y la doctrina existentes. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: coincido con el señor diputado preopinante, e incluso tenía previsto formular la misma propuesta. Recuerdo a los señores legisladores que la Corte ha resuelto que este tipo de dádiva es una suerte de cohecho menor, tal como también lo ha indicado Sebastián Soler. De manera que al estar regulada esta figura en el Código Penal como cohecho o receptación de dádiva, esta es una reiteración inútil. Por ello esperamos que la comisión acepte la supresión de este artículo.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- ¿La comisión acepta las propuestas formuladas por los señores diputados?

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: antes de fijar la postura de la comisión respecto de las propuestas que se acaban de efectuar, quiero hacer notar que en este momento hay 108 señores diputados presentes y que estamos votando cada cinco minutos. Por esta razón le pido que arbitre los medios necesarios para que los señores legisladores permanezcan en el recinto.


La comisión acepta la propuesta de la señora diputada Garré para el artículo 17, como así también la supresión del artículo 18.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se va a votar el Capítulo VI en el entendimiento de que el resultado favorable importará la aceptación de la modificación al artículo 17 y de la supresión del artículo 18.

· Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo VII que comprende los artículos 19 a 22 del dictamen, ahora 18 a 21.


Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: la comisión no va a proponer ninguna modificación a los artículos que integran este capítulo.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por Córdoba.

Sra. REMEDI.- XE "Remedi"  Señor presidente: pido disculpas a los señores diputados porque voy a interrumpir el debate para solicitar un apartamiento del reglamento a efectos de poder tratar sobre tablas un tema que requiere un urgente pronunciamiento por parte de esta Cámara. Al respecto ya he conversado con los presidentes de los distintos bloques, por lo que ellos saben de qué se trata.


Sinceramente no era mi intención interrumpir la discusión, pero como creo que una vez que se apruebe el proyecto en tratamiento –adelanto que lo voy a votar en forma afirmativa- se va a dar por finalizada esta reunión, necesito que permitan que se trate la moción
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de apartamiento de las prescripciones del reglamento.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Señora diputada: aprobemos primero todos los artículos de este proyecto y tomemos el compromiso de todos los bloques para que inmediatamente después de aprobada esta ley sometamos a consideración su moción de apartamiento del reglamento. 

Sra. REMEDY.- Muchas gracias, señor presidente. Comprometemos, entonces, a los distintos bloques a que permanezcan en el recinto luego de aprobada esta iniciativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor presidente: deseo solicitar una aclaración a la comisión en torno de este capítulo de prevención sumaria.


El artículo 19 se refiere a la investigación de supuestos de enriquecimiento injustificado en la función pública y establece las autoridades que deberán disponer una prevención sumaria en la órbita de sus respectivas competencias.


Deseo preguntar a la comisión quién dispone la prevención sumaria en caso de que el funcionario a ser investigado sea, precisamente, quien debe disponer  llevarla a cabo. Entre las autoridades mencionadas se encuentran los presidentes de ambas Cámaras del Congreso de la Nación, en cumplimiento de resolución de éstas adoptadas por dos tercios de los votos.


¿Quién realiza la investigación sumaria en caso de que los investigados sean quienes deben llevarla a cabo? ¿En quién recae esa responsabilidad si el investigado es el Procurador del Tesoro de la Nación, el Fiscal General de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas, o alguno de los presidentes antes mencionados?


Esa es la pregunta que quería formular a la comisión.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. CAFIERO.- XE "Cafiero"  Señor presidente: deseo hacer una observación en un sentido similar al que se acaba de plantear.


En el artículo 19, sobre prevención sumaria, se presenta una suerte de contradicción entre quien debe llevar a cabo dicha prevención y quien puede ser denunciado por un hecho.


Si quisiéramos investigar a cualquiera de estos preventores que deben realizar el sumario, o a alguno de los empleados a ellos subordinados, tendríamos el inconveniente de que la puesta en marcha del mecanismo de la prevención sumaria estaría justamente en manos de quien ha sido denunciado por un acto de enriquecimiento ilícito.


Esto es contradictorio con todo lo que viene marcando la ley, que es justamente la búsqueda de transparencia, que se presenten declaraciones juradas y que no se produzcan acontecimientos bochornosos ante la sociedad.


En este capítulo sobre prevención sumaria se trata de obtener agilidad en los procedimientos y que los distintos cuerpos se hagan cargo de quienes los integran, permitiendo poner en marcha los mecanismos de prevención. Sin embargo, aquí se establece una condición que puede tornar dificultosa la concreción del objetivo perseguido.


Si algún miembro del Poder Judicial tuviera que hacer una denuncia por un determinado hecho vinculado con el manejo de fondos, por ejemplo, en la Corte Suprema, o si algún diputado quisiera cuestionar la forma en que se manejaron los fondos reservados por parte del presidente de la Cámara de Diputados, o cualquier otro acontecimiento por el estilo, se verían con una gran dificultad: el encargado de diligenciar la prevención sería el mismo denunciado.


Por ello, la cláusula que se incluye en el artículo 19 no permite el adecuado funcionamiento de este mecanismo y es necesario que volvamos a considerarla.


De todas maneras, me parece innecesario su establecimiento, porque las leyes que formalmente hoy regulan procesalmente la posibilidad de denuncias determinan cuáles son los mecanismos de prevención que están en manos de la justicia.


Un segundo argumento que quiero señalar
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en relación con esto que entiendo contradictorio consiste en que -en el caso de la Cámara de Diputados- se podría armar una suerte de prevención sumaria de contenido político, llegándose a una decisión distinta del objetivo querido por la ley. En efecto, al ser necesario obtener los dos tercios de los votos, quizá se termine investigando a quiénes por falta de predicamento político no pueden impedir que se alcance esa mayoría especial y no a quiénes sí pueden tener suficiente fuerza política como para impedir que se alcancen los dos tercios de los votos del cuerpo que los debe investigar.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  Señor presidente: precisamente las últimas palabras que ha expresado el señor diputado Cafiero dan la razón a la ubicación y utilidad de esta figura, por lo que resulta imprescindible no confundir la prevención que se organiza en este capítulo con la denuncia.


Existe la posibilidad de presentar denuncias tanto en el órgano donde actúa el funcionario como en la comisión nacional que se crea por esta iniciativa y también ante la Justicia, frente a la cual es obligatorio presentar la denuncia cuando se tiene conocimiento de la comisión de un hecho ilícito.


La prevención que aquí se está diagramando consiste en una investigación, con un procedimiento que va a determinar cada una de las organizaciones, con derecho a defensa, pero de naturaleza administrativa, dentro de cada uno de los poderes.


Por eso es que no hay ninguna dificultad para presentar la denuncia y por eso el propio texto del capítulo en consideración señala que la instrucción de la prevención sumaria no es un requisito prejudicial para la iniciación o prosecución del proceso penal. De manera que si no se practica la prevención sumaria y el denunciado es el presidente de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, cualquier persona puede acudir a la comisión nacional que consagra este proyecto. Si no quisiera hacerlo ante ese organismo, puede recurrir a la Justicia, para lo cual va a estar munido de la declaración jurada que, al ser de carácter público, deberá ser facilitada al interesado, quien contará así con los elementos suficientes para radicar la respectiva denuncia sin inconveniente alguno.


La prevención que se establece en este artículo no es prejudicial ni hay en la iniciativa en consideración requisito alguno que pueda enervar ninguno de los derechos otorgados a los habitantes de este país. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: la señora diputada Bullrich ha formulado una observación referida a los funcionarios que tienen a su cargo llevar a cabo la prevención, que son los más importantes y trascendentes del sistema. ¿Qué sucede cuando ellos son los imputados? Más allá de organizar un esquema investigativo, con toda seguridad vamos a vulnerar el mecanismo constitucional que establece el antejuicio para la investigación. ¿Cómo podríamos investigar mediante una comisión a un ministro de la Corte Suprema de Justicia de la Nación o al presidente de la República cuando para ello tendríamos que tomarle declaración? Es sabido que la declaración no sólo es un medio probatorio, sino que constituye el derecho de defensa
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más elemental que tiene el imputado. Además, no puede ser privado del derecho de efectuar el correspondiente descargo, que precisamente puede realizarlo en la declaración. 


Si constitucionalmente no existe un medio para obligar a estos funcionarios a que concurran a una citación ‑porque tienen privilegios, en resguardo de la independencia de los poderes y la libertad de albedrío elemental para el mecanismo republicano-, me pregunto cómo vamos a formularles un sumario preventivo a los funcionarios que están sujetos a juicio político, ya sea por este cuerpo legislativo o por el jury de enjuiciamiento cuando se apruebe el Consejo de la Magistratura. Esta es la pregunta concreta que formulo a la comisión.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  Señor presidente: estamos en presencia de una prevención que no es indispensable ni necesaria. Tal como se dice en el artículo, no se trata de un requisito prejudicial. Se trata de un elemento que deberá tener desde luego un procedimiento y que dispondrá una investigación administrativa dentro del propio organismo.


Si lo que se pretende es efectuar la denuncia y hacer comparecer a alguno de los funcionarios que cuentan con fuero, ya sea del Poder Judicial o del Poder Legislativo, hay que presentar la denuncia ante el órgano correspondiente que la futura norma no pretende modificar, y que es el Poder Judicial. Y si existe semiplena prueba del delito, el juez mandará a la Cámara respectiva el pedido de desafuero o el pedido de juicio político.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor presidente: si va a haber una prevención sumaria, en el caso de la Cámara de Diputados si el que estuviere afectado fuera su presidente, deberá llevarla a cabo la autoridad que lo sigue. De manera que habría que establecer un mecanismo para que cuando se dé el caso de que la persona denunciada ante la Comisión de Etica Pública sea una de las autoridades especificadas en el artículo 19, ahora 18, esté en las mismas condiciones que los demás funcionarios.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: la comisión recoge la claridad de los conceptos vertidos por el señor diputado Dumón, y no acepta ninguna modificación al Capítulo VII.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se va a votar el Capítulo VII del dictamen, que comprende los artículos 19 a 22, ahora 18 a 21.

· Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo VIII del dictamen, que comprende los artículos 23 a 26, ahora 22 a 25.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: el inciso d) del 
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artículo 25, ahora 24, dice: “uno por el Auditor General de la Nación;”. En razón de que la Auditoría General de la Nación está integrada por ocho miembros, propongo que el citado inciso quede redactado de la siguiente forma: “uno por la Auditoría General de la Nación;”. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se va a votar el Capítulo VIII, que contiene los artículos 23 a 26 –ahora 22 a 25-, con la modificación propuesta por la comisión. 

- Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo IX, que contiene los artículos 27 a 41 del dictamen, ahora 26 a 40.


Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- En este capítulo habremos de solicitar una serie de pequeñas modificaciones. En razón de que en torno de estos artículos ha trabajado extensamente el señor diputado Aramburu, presidente de la Comisión de Legislación General, sugiero que sea él quien proceda a proponer esas modificaciones, que han sido consensuadas en el seno de la comisión.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Santa Fe.

Sr. ARAMBURU.- XE "Aramburu"  Señor presidente: oportunamente reclamé el turno de esta comisión, pues una de las modificaciones se refiere al artículo 268 del Código Penal. En este sentido, reemplazamos los términos “judicialmente requerido” por “debidamente requerido”, pues a estos últimos hace referencia el Código Penal. Además, hemos conversado en torno de la necesidad de mantener la acción del delito de  enriquecimiento injustificado.


La propuesta que hemos formulado obedece a que no queremos que una eventual modificación de la acción prevista en este tipo penal pueda dar lugar a planteos de desincriminación en procesos que a la fecha se hallan en trámite a nivel provincial o nacional. Por eso mantenemos los agravamientos de pena y demás circunstancias, pero preferimos la descripción de la acción delictiva de la forma en que está prevista hoy como tipo penal.


Por otro lado proponemos la supresión de los artículos 40 y 41 del dictamen dado que la presentación indebida de la declaración jurada  se encuentra incriminada por el artículo 249 del Código Penal, que se refiere al incumplimiento de los deberes de funcionario público. Es decir que quien tiene la obligación de presentar una declaración jurada de determinada manera y no lo hace o la presenta en forma indebida, ya está sancionado por el Código Penal y en consecuencia no tiene sentido superponerle dos nuevas sanciones.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: estoy de acuerdo con la supresión de los artículos 40 y 41, pero genéricamente entiendo que no guardan relación con la ética pública las reformas de los artículos 23, 29, 30 y 33 del Código Penal. Si bien comparto su nueva redacción, pienso que se ha aprovechado el tratamiento del proyecto de ley sobre ética pública para producir estas reformas. 
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En lo sustancial quiero proponer una modificación al artículo 39, ahora 38, que establece modificaciones al artículo 268 del Código Penal. Desde ya adelanto que comparto las agravaciones e inclusive el último agregado que se hizo en el artículo 39 que constituye el artículo 268 (2) del Código Penal. 


En este punto hago un llamado de atención a los señores legisladores.  Sé que existe el prurito de que no nos vean como tratando de preservar a ciertos funcionarios públicos que están imputados por enriquecimiento ilícito en la Nación o en las provincias.  Tal vez por eso este puede ser un tema tabú para los políticos que actuamos de juristas a fin de reformar y mejorar la legislación.  También deseo señalar que voy a proponer un remedio para evitar el hecho de que pueda suponerse que el cambio de la figura de enriquecimiento ilícito del artículo 268 del Código Penal convierta en impune a quien haya cometido dicho delito o a quienes estén procesados, denunciados o inclusive que hayan cometido el delito aunque no se hubiera promovido la denuncia pertinente.  


Este viejo artículo 268 ‑que no estaba incluido originariamente en el Código Penal‑ ha dado lugar a una multiplicidad de problemas de tipo procesal, jurisdiccional y particularmente de interpretación de los jueces.  ¿Por qué? Porque en el viejo artículo que hoy se repite en lo sustancial como figura en lo que respecta a la descripción típica de la conducta a la que se le atribuye una consecuente penalidad, se expresa lo siguiente: "...el que al ser debidamente requerido, no justificare la procedencia de un enriquecimiento patrimonial apreciable suyo o de persona interpuesta para disimularlo,...".  Obviamente esto ocurre después de que asume el cargo.  Es decir que muchos jueces, algunos con un pretendido purismo hermenéutico, otros con una picardía acomodaticia y otros hasta con complicidad o encubrimiento han hecho de este artículo múltiples interpretaciones indebidas.  


Particularmente esto me ha tocado vivirlo en la provincia de Corrientes donde se denunció al actual gobernador de dicha provincia.  En este recinto hay varios diputados del partido oficialista e inclusive de partidos provinciales que están al tanto de esta situación. Lamentablemente no hemos podido avanzar en este tema debido a la mala redacción que tiene este artículo.  ¿Por qué digo que tiene una mala redacción?  Porque se refiere al quehacer judicialmente requerido.  Si bien, según lo ha señalado el señor diputado Aramburu, ahora se ha suprimido la palabra "judicialmente", de todas formas debe ser requerido para que explique el enriquecimiento patrimonial.  En este punto los jueces han dicho que el momento consumativo del hecho  es el no dar explicaciones después del requerimiento para que explique la licitud de los ingresos por la incorporación de los bienes a su patrimonio. De este modo volvemos al problema
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 que señalaba en el capítulo anterior. En virtud de lo dispuesto por las constituciones de la Nación y de las provincias los funcionarios tienen el privilegio del antejuicio: el desafuero en el caso de los legisladores o el juicio político para los jueces y los miembros del Poder Ejecutivo   ‑presidente, vicepresidente, ministros, gobernador, vicegobernador, etcétera. ¿Quién pone el cascabel al gato en estos casos? ¿Quién formula el requerimiento para que un gobernador explique por qué incrementó su patrimonio?


La materialidad del enriquecimiento patrimonial se acredita cuando se aportan las pruebas suficientes.  Esto sucedió en Corrientes, donde hemos entregado la certificación oficial del Registro de la Propiedad Inmueble que demuestra el crecimiento patrimonial del gobernador    –tantos miles y miles de hectáreas y semovientes‑ luego de haber asumido al cargo.  En este caso no se invierte la carga de la prueba, rompiéndose el estado de inocencia que establece la Constitución, sino que se está probando el enriquecimiento.


En el ámbito judicial los jueces se preguntan cuándo se consuma el delito.  ¿Se consuma como lo expresa el artículo 268 del Código Penal cuando luego de un requerimiento no se brindan explicaciones acerca del enriquecimiento, o cuándo se ha enriquecido? Como resulta obvio, la respuesta sensata es que el enriquecimiento ilícito se consuma cuando alguien se enriquece ilícitamente.  


El enriquecimiento ilícito es una especie de delito residual porque no es necesario probar que se cometió cohecho, prevaricato, negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función, abuso, etcétera: basta probar que como consecuencia de los delitos que un funcionario pudo haber cometido ha incrementado su patrimonio.  El enriquecimiento se demuestra palmariamente con los bienes incorporados; ese es el momento consumativo y no cuando no se da una justificación, tal como ocurre con cualquier delito común.


Solicito a la comisión que preste atención a este tema.  Si una persona se asienta con una casa en un terreno ajeno, comete usurpación, y si alguien lo denuncia por ello aportando el título del terreno, no pudiendo aquél acreditar que por medio de un acto lícito está en el terreno  ‑exhibiendo un contrato de locación, un comodato o un título de dominio‑, no significa que se invierta la carga de la prueba.  El usurpador debe demostrar que no lo es porque la materialidad del hecho está acreditada al haber tomado sin autorización o de modo antijurídico un terreno ajeno.  Lo mismo sucede en este caso: el funcionario se ha enriquecido de modo ilícito.


Entonces, para el caso de que los jueces tengan malicia o ese prurito ritual de concebir de modo literal la norma sin pensar en la intención o ratio legis, propongo que la redacción sea al revés y que establezca la pena para quienes incrementaren apreciablemente su patrimonio 
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Si queremos que este artículo sea una mera expresión de deseos, no lo reformemos y ayudemos a quienes están procesados, van a ser imputados o se han enriquecido ilícitamente. En cambio, si queremos que tenga realmente aplicación, aprobemos el texto que propongo y que solicito se lea por Secretaría. 

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia solicita al señor diputado que redondee su exposición.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Lo estoy haciendo, señor presidente, pero la cuestión es muy importante. Si se quiere evitar que haya imputaciones a los legisladores en el sentido de que quieran preservar a algunos funcionarios que están o  van a ser procesados, señalo que en primer lugar...

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- La Presidencia, si el señor diputado no redondea su exposición, deberá quitarle el uso de la palabra, porque se ha cumplido su tiempo.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Sólo necesito un minuto, señor presidente. Seguramente usted, como abogado, entenderá que el tema es difícil de explicar.


Quiero señalar que cuando sancionemos este nuevo artículo, se aplicará el artículo 2° del Código Penal, que establece que si la ley vigente al tiempo de la condena fuera distinta, se estará la norma más benigna. Entonces, se aplicará el artículo 268, tal como hoy está redactado, porque tiene una penalidad más benigna y porque también su redacción actual favorece al imputado.


En cambio, no va a favorecer a quienes cometan el ilícito a partir de ahora, pero por las dudas sugiero que agreguemos como cláusula transitoria a esta iniciativa que se va a seguir aplicando el artículo 268, con todos sus recaudos, a los hechos cometidos con anterioridad a la sanción de esta norma. Me parece que ello es de Perogrullo, pero igual podemos incorporarlo para que nadie tenga dudas.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. LAHOZ.- XE "Lahoz"  Señor presidente: sin pretender abrir juicio sobre el aspecto de técnica jurídica que planteó el señor diputado preopinante, quiero coincidir con su apreciación en cuanto a la comisión de delitos y a la figura que atribuye al gobierno de la provincia de Corrientes.


Resulta conocido por quienes estamos en la política  ‑y también por parte de la ciudadanía‑  los delitos que ha enunciado el señor diputado Garay. Creo oportuno y obligatorio que, por lo menos en nombre del Justicialismo correntino, manifestemos nuestra coincidencia plena con la apreciación que ha formulado el señor diputado Garay en cuanto al excesivo enriquecimiento del señor gobernador a partir de su asunción, independientemente de la prensa abrumadora que ha utilizado en el momento en que se lo acusó de enriquecimiento ilícito para tratar de desvirtuar lo que las verdades jurídicas y probatorias decían al respecto.


Sólo quería manifestar esta cuestión, sin ánimo de compartir los fundamentos de técnica jurídica esgrimidos. Estoy de acuerdo con la mención que ha hecho el señor diputado Garay con relación al enriquecimiento ilícito del gobernador de la provincia de Corrientes.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. POLINO.- XE "Polino"  Señor presidente: el capítulo que está en discusión es sumamente importante, porque mediante una ley de ética pública se modifican normas del Código Penal, como los artículos vinculados al cohecho, las negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública y el enriquecimiento ilícito pero no se modifican las penas
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referidas a las exacciones ilegales, que son los delitos más comunes que pueden cometer los funcionarios públicos.  Normalmente, en el ámbito de los funcionarios públicos la corrupción de produce a través de este delito, que está contemplado en los artículos 266, 267 y 268 del Código Penal.  Pero obsérvese que el Código Penal incurre en una vieja contradicción, porque al delito de exacción ilegal cometido por un funcionario público en el ejercicio de su cargo le corresponde pena de prisión de uno a tres años, mientras que la extorsión, que puede ser cometida por un funcionario público o por un particular que mediante la intimidación o la simulación de autoridad pública o falsa orden de la misma obliga a otro a entregar un objeto, una suma de dinero, etcétera, es reprimida con pena de reclusión o prisión de cinco a diez años.


En realidad lo que correspondería sería modificar los artículos del Código Penal vinculados a las exacciones ilegales de modo tal que el delincuente que incurra en este delito reciba la misma pena que en el caso de la extorsión.


Esto fue conversado en la reunión de la Comisión de Legislación Penal con su presidente, el señor diputado Aramburu, quien me dijo que tal idea podía ser canalizada a través de un proyecto de ley que propusiera la modificación que acabo de señalar, dado que la comisión no tuvo posibilidades de discutirla antes. En verdad, el funcionario público incurso en el delito de exacciones ilegales casi tendría un privilegio al recibir una pena muy inferior a la que corresponde a la extorsión, figura en la que puede quedar comprendido un sujeto que no sea funcionario público.


Dejo constancia de que en las próximas horas habré de presentar proyecto de ley por el cual se modifican los artículos 266, 267 y 268 del Código Penal.  Espero contar con la buena voluntad de los miembros de la Comisión de Legislación Penal para que se emita dictamen en el menor tiempo posible, subsanándose así esta enorme contradicción que presenta el Código Penal argentino.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Por Secretaría se dará lectura del artículo 38 propuesto por el señor diputado Garay.

Sra. SECRETARIA (Pérez Pardo).- Dice así: “Sustitúyese el artículo 268 (2) del Código Penal por el siguiente: Artículo 268 (2): Será reprimido con reclusión o prisión de dos a seis años, multa del cincuenta por ciento al ciento por ciento del valor del enriquecimiento e inhabilitación absoluta perpetua el que incrementare apreciablemente su patrimonio o el de una persona interpuesta para disimularlo, con posterioridad a la asunción de su cargo o empleo público y hasta dos años después de haber cesado en su desempeño y no pudiere justificar su procedencia.


“La prueba que ofrezca de su enriquecimiento se conservará secreta a su pedido y no podrá ser invocada contra él para ningún otro efecto.


“Se entenderá que hubo enriquecimiento no sólo cuando el patrimonio se hubiese incrementado con dinero, cosas o bienes, sino también cuando se hubiesen cancelado deudas o extinguido obligaciones que lo afectaban.


“La persona interpuesta para disimular el enriquecimiento será reprimida con la misma pena que el autor del hecho.”

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor miembro informante de la Comisión.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: la comisión acepta las
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modificaciones propuestas al artículo 38 por el señor diputado Aramburu, y a su vez rechaza las presentadas por el señor diputado Garay.


Entendiendo que serán suprimidos los artículos 40 y 41, solicito que se efectúe la votación del Capítulo IX, correspondiendo delegar en la Presidencia el ordenamiento de la sanción correspondiente.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).-  Corresponde  votar el Capítulo IX, que comprende ahora los artículos 26 al 38, antes 27 al 41. Debe entenderse que la votación afirmativa importa la aceptación de la supresión de los artículos 40 y 41. Asimismo se entenderá que el asentimiento de la  Honorable Cámara importará autorizar a la Presidencia para proceder posteriormente a ordenar la numeración de la sanción.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Pido la palabra.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se ha agotado el debate, señor diputado.

- Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se va a votar el Capítulo IX. 

-Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Corresponde considerar el Capítulo X.

CUESTION DE PRIVILEGIO

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Pido la palabra para plantear una cuestión de privilegio.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Para una cuestión de privilegio tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: advierto que la cuestión de privilegio es contra usted. Si quiere ser reemplazado en su sitial mientras planteo la cuestión, hágalo; si no, no me molesta que continúe en ese lugar.


La Presidencia podrá aplicar el reglamento con la mayor severidad; podrá hacerlo con algún grado de parcialidad, que entiendo porque humanamente tiene un corazón inclinado hacia el oficialismo. Puedo interpretarlo así. Pero no me puede privar del derecho a ejercitar la función de legislador.


La Presidencia sabe bien que yo tenía derecho a hablar nuevamente  porque la palabra del representante de la comisión es una más dentro de la Cámara, aun cuando sea importante al estar aceptando o no las pretendidas modificaciones.


Mas la Presidencia sabe bien, leyendo el reglamento, que tengo derecho a hablar dos veces, como lo señalé en otra intervención. En ambos casos puedo emplear diez minutos y no pueden molestarse quienes a veces se quejan con expresiones...

-Varios señores diputados hablan a la vez.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  ... o meros ruidos. Si me lo solicitan,  concedo las interrupciones a todos aquellos que me las pidan. Así he actuado en forma permanente en toda mi práctica parlamentaria desde que asumí una función legislativa. 


Al señor presidente le digo que si me aplica el reglamento con severidad, lo acataré con humildad. Pero si lo distorsiona para hacerme callar voy a reclamar mi derecho por la vía de la cuestión de privilegio, que precisamente tiende a preservar mi derecho a ejercer esta función elemental.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- De inmediato la Presidencia va  a someter a votación la propuesta del señor diputado por Corrientes, aclarándole que ha actuado reglamentariamente con total equidad y equilibrio, sin favorecer a ningún sector.


El señor diputado Garay hizo uso de la palabra durante la consideración de cada uno de los artículos, todas las veces que el reglamento lo permite.


En este caso se había llamado para votar, por lo que correspondía efectuar la votación. De ninguna manera el señor diputado tenía derecho a hacer uso de la palabra nuevamente.


Esta es la explicación que le da la Presidencia, aunque lo que vale es la votación que surja de la decisión de la Cámara.


Corresponde decidir acerca de si la cuestión de privilegio planteada por el señor diputado por Corrientes tiene carácter preferente. Se va a votar. Se requieren los dos tercios de los votos que se emitan.

-Resulta negativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Al no tener carácter preferente, la cuestión se remite a la Comisión de Asuntos Constitucionales.

REGIMEN DE ETICA PUBLICA

(Continuación)
Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Prosigue la consideración en particular del proyecto de ley aprobado en general sobre Régimen de Etica Pública


En consideración el Capítulo X, que comprende los artículos 42 a 45 del dictamen, ahora 39 a 42.


Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: aclarando que en su momento se ordenarán estos artículos, la comisión no propone ningún tipo de modificaciones en este capítulo. Por eso pido que se lo vote directamente.
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Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Se va a votar el Capítulo X, que contiene los artículos 42 a 45 del dictamen, ahora 39 a 42.



- Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- En consideración el Capítulo XI que contiene los artículos 46 a 51 del dictamen, ahora 43 a 48.


Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: al comienzo de esta reunión decíamos que más allá de que hoy con buen criterio el señor diputado Atanasof haya dejado de lado la propuesta de modificación del artículo 2° ‑cabe recordar que la semana pasada dicha propuesta había generado un debate rico e importante sobre cuestiones muy preocupantes‑, esas proposiciones quedaron latentes.


Esas propuestas fueron discutidas en el bloque Justicialista y consultadas desde el punto de vista político con otras bancadas. De acuerdo con lo conversado, pediría al señor diputado Arias, que también es miembro de la Comisión de Asuntos Constitucionales, que presente el nuevo artículo que se ha elaborado ‑que toma en cuenta las cuestiones que se plantearon durante la discusión‑ para ver de qué manera lo incorporamos en esta norma.


Adelanto que luego voy a formular una propuesta de modificación del artículo 50 del dictamen.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ARIAS.- XE "Arias"  Señor presidente: antes de entrar en la consideración del tema para el que se me concedió el uso de la palabra, quiero dar respuesta a la inquietud que en su momento exteriorizara el señor diputado Balter.


Es cierto lo que él puso en conocimiento de la Cámara en el sentido de que existen contradicciones entre el proyecto de ley que estamos considerando –que en el marco de una convivencia eminentemente republicana propicia la publicidad de la situación patrimonial de los políticos que ejercemos la representación del pueblo en las instituciones de la Nación‑ y las normas vigentes que establecen el secreto bancario y el fiscal.  


Como consecuencia de ello, por iniciativa del señor diputado Natale la Comisión Especial de Investigación de Hechos Ilícitos o Prácticas de Corrupción  requirrió documentación a la Dirección General Impositiva, que nos envió el material solicitado; pero lo hizo mediante una nota firmada por el señor administrador general
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en la que se nos advertía que la entrega se efectuaba en forma estrictamente reservada y confidencial, con el apercibimiento –lo reitero: con el apercibimiento‑ de que su publicación se encuentra sancionada por el artículo 157 del Código Penal. Esta nota tiene destinatario con nombre y apellido, que es de quien en este momento está hablando.


El artículo 157 del Código Penal prescribe prisión de un mes a dos años e inhabilitación especial de uno a cuatro años para el funcionario público que revelare hechos, actuaciones o documentos que por la ley deben quedar secretos.


En el seno de la propia comisión estamos tratando de encontrar los mecanismos necesarios para satisfacer las inquietudes investigativas del diputado Natale, pero sin transgredir al mismo tiempo una ley con sanción penal.


Efectuada esta aclaración, en la fecha hemos logrado tomar una determinación que evidentemente va a contribuir a la recuperación de la credibilidad en lo referido a nuestro quehacer en el ámbito de la sociedad.


Sin embargo, somos conscientes de que esto no nos alcanza y de que existen distintas áreas que trascienden la actividad propia del funcionario administrativo, del directivo de un ente estatal o del político que desempeña los cargos que le ha conferido la ciudadanía, en las que también hay corrupción.


Existen manifestaciones de la corrupción que preocupan a la sociedad. Al hacer una enunciación concreta de casos específicos, debemos mencionar, por ejemplo, el tema del financiamiento de las actividades políticas. Esto es algo que preocupa a la sociedad y tenemos la obligación de que esta inquietud tenga respuesta desde este Congreso, que es la casa de las leyes.


Debemos dar una respuesta a esta preocupación en torno del financiamiento de los partidos políticos y sus campañas, estableciendo una regulación legal que satisfaga a la sociedad y demuestre transparencia en nuestro quehacer.


Otro tema que genera inquietud es el vinculado con la evasión impositiva. Tenemos que encontrar los mecanismos que posibiliten superar este flagelo, que en definitiva castiga a los sectores de menores ingresos y afecta la prestación de los servicios básicos a cargo del Estado.


Hay otras áreas que también están sospechadas de ser fuentes de corrupción y a las que debemos dar una adecuada regulación legal. Entre ellas debemos mencionar las vinculadas con la contratación de obras y servicios derivada de la inversión pública.


Por último, también el crimen organizado y el lavado de dinero son cuestiones inquietantes que afectan a las democracias contemporáneas, inclusive en los países con mayor desarrollo.


Por todo lo expuesto, no ya como militantes de un determinado partido político, sino como seres humanos pertenecientes a una clase que tiene la búsqueda del bien común como objetivo –que es la de la política‑ pretendemos contraer un compromiso solemne.


Debemos dar respuesta legal, cumpliendo con nuestra responsabilidad ante la sociedad, y para ello
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 contraemos el compromiso de que en el plazo de noventa días sancionaremos las leyes que contemplen la regulación de estas actividades en términos generales y, en particular, en cada uno de estos tópicos.


Este es el fundamento del nuevo texto que propongo y que dice lo siguiente: "Artículo 46.- A los fines de completar las medidas tendientes a combatir la corrupción y garantizar la transparencia de la vida económica y los procedimientos públicos, el Honorable Congreso de la Nación tratará, dentro del plazo de noventa días, normas que reglamenten la actividad de las personas físicas y jurídicas en relación con el Estado, como gestores, contratistas, proveedores, concesionarios o prestadores de servicios públicos y contra la evasión impositiva, el crimen organizado y lavado de dinero; y regulará el financiamiento de los partidos políticos y la plena información de los actos públicos".

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra el señor miembro informante.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: la comisión  acepta la propuesta formulada por el señor diputado Arias, fundamentalmente porque tenemos bien en claro que la norma que vamos a sancionar es impactante en este momento tan especial por el que atravesamos, en plena campaña electoral, y cuando arrecian las encuestas sobre distintos temas acerca de los cuales la gente tiene dudas respecto de la transparencia no sólo de los funcionarios intervinientes sino -como decía el señor diputado Atanasof en la reunión anterior- de otras personas que siendo concesionarios o integrantes de directorios de empresas de servicios públicos también participan en esos actos, todo lo cual ha sido señalado por el señor diputado Arias.


El bloque Justicialista entiende que se trata de una señal política fuerte y por ello la redacción propuesta debe figurar en el texto de la ley que vamos a sancionar, porque nos obliga a que dentro del plazo de noventa días el Parlamento avance en la redacción de esas normas.


Como miembro informante de esta iniciativa pido a aquellos señores diputados que no han participado en la elaboración de este artículo que nos acompañen en esta oportunidad, tal como lo han hecho respecto de las demás disposiciones de este proyecto de ley, dado que constituye una señal muy buena que daremos a la opinión pública.

Sr. PRESIDENTE (López Arias).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. GARRE.- XE "Garré"  Señor presidente: durante el debate en general de esta iniciativa todos los legisladores hemos dejado constancia de nuestra preocupación vinculada con el problema de la ética y la transparencia de los actos públicos, así como de que este es el primer paso de un proceso mucho más complejo y profundo que no se refiere solamente a la transparencia en la evolución patrimonial y a la necesidad de evitar el conflicto de intereses de los funcionarios públicos, sino a muchos otros temas. Precisamente en el discurso que pronuncié aludí también al uso de los fondos reservados, al financiamiento de los partidos políticos, a la transparencia y limitación en el tiempo de las campañas electorales para que justamente no haya sospechas de financiaciones "extras" en algunas de ellas, y al crimen organizado. Es más: se han presentado numerosas iniciativas sobre todas estas cuestiones.


Por ello, si bien compartimos la preocupación expuesta por los señores diputados Arias y Soria, entendemos que técnicamente no corresponde que sea en un proyecto de ley donde expresemos ese compromiso ‑irrenunciable, por otra parte, de los integrantes de la Cámara- de abocarnos al tratamiento de todas estas cuestiones que tienen que ver no sólo con una gestión más eficaz, sino más transparente, circunstancia que constituye una demanda del conjunto de la sociedad argentina.


En cuanto a otras alusiones efectuadas por el señor diputado Arias directamente discrepamos, porque en relación con la evasión impositiva el Parlamento sancionó oportunamente una ley penal tributaria que nosotros
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El tema vinculado con el lavado de dinero también está a estudio de esta Cámara, con tratamiento avanzado en la respectiva comisión. De manera que si bien compartimos el espíritu del pedido que se ha efectuado, entendemos que hay otros proyectos importantes, como el de la información pública de los actos de gobierno. Al respecto debo decir que existe una iniciativa del señor diputado Bravo, que ha sido acompañada por miembros de otras bancadas.  

Ocupa la Presidencia el señor vicepresidente 2° de la Honorable Cámara, don Rafael Manuel Pascual.

Sra. GARRE.- XE "Garré"  Considero que la reiteración de este compromiso -que de por sí asumimos todos los legisladores- no puede figurar en un proyecto de ley, sino que tiene que ser materia de un proyecto de declaración de esta Cámara.


Debe quedar debida constancia de que no nos vamos a oponer, pero entendemos que el propuesto no es el mecanismo adecuado ni práctico, pues parece más bien fruto de presiones políticas internas que de una verdadera y responsable decisión del Parlamento de la Nación.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. DUMON.- XE "Dumón"  Señor presidente: en idéntico sentido que el expresado por la señora diputada Garré, debo decir que algunas de las cuestiones que se han planteado figuran en las leyes vigentes.


La evasión tiene varias causas, como ya hemos tenido oportunidad de decirlo aquí: una equivocada política tributaria con respecto a determinados sectores de las pequeñas y medianas empresas y de los productores primarios, una autorización incondicional de la DGI, y por supuesto los problemas de competencia en el tema vinculado con la evasión en carnes y granos que tuvieron el amparo de jueces, particularmente de la provincia de Buenos Aires.


De manera que las leyes existen, otras están a estudio y otras hace falta formularlas. Si bien me parece muy loable el pedido que se ha efectuado, creo que sería conveniente sancionar un proyecto de declaración, porque no podemos involucrar al Congreso de la Nación en el tratamiento de diferentes proyectos en un plazo de noventa días.


Sin embargo, si la bancada mayoritaria insiste en su pedido, el bloque radical va a apoyar esa iniciativa.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra la señora diputada por la Capital.

Sra. BULLRICH.- XE "Bullrich"  Señor presidente: me parece importante que en un lapso de noventa días se pueda legislar con respecto a los temas planteados por el señor diputado Arias. Si en noventa días logramos sancionar una ley transparente sobre el financiamiento de los partidos políticos, y si podemos avanzar en un régimen de incompatibilidades y de ética para todos aquellos que administran servicios públicos o que tienen contratos con el Estado, habremos dado un paso trascendente en cuanto a los requerimientos éticos que formula nuestro país.


En consecuencia, si bien no se trata de la mejor técnica, me parece que es una buena iniciativa. Por eso quería proponer ‑porque no conocemos los tiempos con que se maneja el Senado, que a veces pueden llegar a ser largos- que sancionemos un proyecto de resolución que plantee que esta Cámara, independientemente del tiempo en que el Senado se expida respecto del proyecto de ley sobre
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ética pública, se compromete a comenzar en los próximos noventa días el tratamiento de los diferentes asuntos a los que se ha hecho alusión. 

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por la Capital.

Sr. POLINO.- XE "Polino"  Señor presidente: en el tratamiento de esta iniciativa hemos tenido algunas sorpresas, y esta es una de ellas. Es de la peor técnica legislativa que en un proyecto de ley que tipifica conductas, determina sanciones, etcétera, y además crea una comisión, establezcamos una intención de buenos deseos mediante una declaración que es impropia  del contenido de una ley.


Nadie podría oponerse a las expresiones contenidas en el artículo propuesto. Como aquí se ha dicho, existe infinidad de proyectos en ese sentido, pero algunos de ellos duermen el sueño eterno de los justos en las comisiones de esta Cámara. Esas iniciativas no sólo no han sido aprobadas sino que ni siquiera fueron consideradas.


De modo que no nos oponemos a la intención perseguida mediante el artículo propuesto, pues lo cierto es que la venimos sosteniendo desde hace mucho tiempo. Lo que pedimos es que ese compromiso se manifieste no en una ley sino en una declaración. Por otro lado, esta Cámara habrá de tener sus propios tiempos; además, están el Senado de la Nación, y en última instancia el Poder Ejecutivo nacional, que ejerce el derecho constitucional de promulgar las leyes o vetarlas total o parcialmente.



En consecuencia, no introduzcamos en el texto de una ley factores que podrían provocar comentarios desagradables o sencillamente críticas en razón de que se ha seguido una técnica legislativa que no es la más correcta. De manera que debemos transformar el texto del artículo propuesto en un proyecto de declaración, incluyendo en él temas a los que no se ha hecho referencia, especialmente aquellos relativos a la transparencia, la ética y la decencia en el ejercicio de la función pública.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: nos sorprendió que después de la lectura que hiciera el señor diputado Arias, prontamente el señor diputado Carlos Soria expresara que lógicamente debía aceptar la propuesta formulada por su colega de bancada.


Antes de asumir una actitud crítica o de apoyo, pido que se dé lectura...

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- El señor diputado Carlos Soria le está solicitando una interrupción por intermedio de esta Presidencia, señor diputado. 

Sr. GARAY.- XE "Garay"  La concedo, señor presidente.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: no debe escapar al señor diputado Garay –y para él, que es una persona inteligente, debería ser muy fácil de comprender‑ el hecho de que desde el bloque Justicialista se ha propuesto un nuevo artículo de suma envergadura e importancia, que importa una modificación institucional. Valoramos todas las
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explicaciones que han hecho durante esta tarde diferentes señores diputados en relación con la conveniencia o no de incorporar este artículo en este proyecto de ley.  Ese debate lo hizo el bloque Justicialista internamente, y el señor diputado Arias ‑que es miembro de la Comisión de Asuntos Constitucionales, y que también participó en la redacción de este texto consensuado‑ fue el autor de este proyeto y quien lo sostuvo.  


Por consiguiente, por una cuestión de lealtad, de seriedad parlamentaria, y porque además lo consulté momentos antes de entrar a este recinto con algunos colegas que trabajaron en el proyecto de ley consensuado ‑es cierto que no conversé con el señor diputado Garay, pero supongo que él lo entenderá pues sabe que es una práctica parlamentaria‑ no tengo que dar mayores detalles de por qué en mi nombre la comisión acepta esta redacción.  


Seguramente, el señor diputado va a proponer modificaciones a este artículo; le pediría que fuera preciso a efectos de que pudiéramos votar el último capítulo, y de esta manera estaríamos sancionando por primera vez en la  Argentina la ley nacional de ética pública que el país necesita.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).-  Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: aunque no me parece tan razonable, lo acepto porque dentro de su propio bloque tiene su lógica.  No pertenezco al bloque Justicialista y estoy al margen de esto; como legislador quiero escuchar la propuesta y por eso solicito que sea leída a efectos de poder expresarme al respecto.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).-  Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: en nombre de la comisión vamos a proponer el agregado de un nuevo artículo, que sería el 46, que dice textualmente lo siguiente: "A los fines de completar las medidas tendientes a combatir la corrupción y garantizar la transparencia de la vida económica y los procedimientos públicos, el Honorable Congreso de la Nación tratará, dentro del plazo de noventa días, normas que reglamenten la actividad de las personas físicas y jurídicas en relación con el Estado, como gestores, contratistas, proveedores, concesionarios o prestadores de servicios públicos y contra la evasión impositiva, el crimen organizado y lavado de dinero; y regulará el financiamiento de los partidos políticos y la plena información de los actos públicos."

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: salvando la indudable buena voluntad del autor de esta propuesta y del miembro de la comisión que aceptó de antemano dicho texto, no podemos aprobar este artículo.  Estamos tratando una ley. Los que nos informamos sobre esta materia ‑no sólo los abogados sino cualquier legislador, que es el que elabora la norma‑ tenemos la obligación de saber lo más elemental.  La ley es una norma general coercitiva impuesta obligatoriamente que establece pautas de conducta, porque de lo contrario no es una ley jurídica.  Las leyes sociales establecen tendencias y tienen valor en la medida en que se cumplan en más de la mitad de los casos. Por otra parte las leyes físicas enuncian hechos que tienen consecuencias fatales o necesarias.  Si dejan de cumplirse no son leyes físicas; y si las leyes jurídicas dejan de ser coercibles y de establecer reglas de conducta, no son leyes.  Entonces me parece excelente la idea de de que en noventa días
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hagamos lo que propone el señor diputado Soria, pero debemos ubicarnos en el canal adecuado. 

Sr. ARIAS.- XE "Arias"  ¿Me permite una interrupción, señor diputado, con el permiso de la Presidencia?

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Con muchísimo gusto, señor diputado.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Para una interrupción tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. ARIAS.- XE "Arias"  Señor presidente: con la versación que reconocemos permanentemente en el señor diputado Garay me sorprenden las manifestaciones que está efectuando.  Parece que esta fuera la primera vez que vamos a emitir una declaración.


El señor diputado por Corrientes sabe que en el ámbito de la ciencia jurídica existe por un lado la endonorma y por el otro, la perinorma.  En este caso estamos hablando de la endonorma, y espero que no me pregunte qué es una y otra cosa porque en ese caso se estaría poniendo de manifiesto algo que no acepto en la capacidad jurídica del señor diputado Garay: el desconocimiento de nociones elementales de la filosofía del derecho.


Aquí estamos diciendo: “Dado A debe ser B”.  En consecuencia, dada la obligación de sancionar leyes, debe existir la conducta del cuerpo procediendo a dictarlas.  Faltaría la otra parte que el señor diputado está reclamando: la sanción;  sin embargo en una norma jurídica no siempre está contenida la sanción.  Falta la otra parte que puede estar o no, pero la sanción no será la respuesta del Código Penal o de una indemnización pecuniaria, como bien lo sabe el señor diputado Garay.  La sanción será el rechazo de la gente, el pronunciamiento del electorado cuando deba decidir quiénes habrán de continuar con su representación cívica.


Juzgué necesario efectuar esta aclaración porque el señor diputado por Corrientes estaba incursionando en un tema específico vinculado con la estructura de una norma jurídica.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Continúa en el uso de la palabra el señor diputado por Corrientes.

Sr. GARAY.- XE "Garay"  Señor presidente: el señor diputado Arias evidencia una larga trayectoria puesta al servicio del derecho y una gran profundidad filosófica.  El está esbozando la teoría de los juicios hipotéticos y de los juicios disyuntivos.  Para Cossio el enunciado no es “dado A debe ser B” porque esa es la hipótesis que no admite la conjunción disyuntiva “o”.  Recuerdo que la pauta filosófica era la siguiente: “Dado un hecho antecedente con su determinación temporal debe ser la prestación por un sujeto obligado frente a un sujeto pretensor, o dada la no prestación debe ser la sanción por un funcionario obligado ante la comunidad pretensora”.  Ese es el otro juicio. (Aplausos.)

Sin embargo esto se vincula con algo más práctico y rudimentario, y en ese sentido me voy a permitir dar lectura de los artículos 117 y 118 del reglamento en los que el señor diputado Arias puede incorporar su inquietud.  Este cuerpo sanciona proyectos de ley, de resolución y de declaración, y en realidad aquí corresponde tener en cuenta lo que expresa el artículo 116 del reglamento, al que no daré lectura.  Pero el artículo 117 del mismo cuerpo normativo dice así: “Se presentará en forma de proyecto de resolución, toda proposición que tenga por objeto el rechazo de solicitudes particulares, la adopción de medidas relativas a la composición u organización interna de la Cámara, y en general toda disposición de carácter imperativo que pueda adoptar el cuerpo por sí o conjuntamente con el Senado.” 


Por su parte, el artículo 118 expresa lo siguiente: “Se presentará en forma de proyecto de declaración, toda proposición que tenga por objeto expresar una opinión de la Cámara sobre cualquier asunto de carácter
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público o privado, o manifestar su voluntad, de practicar algún acto en tiempo determinado, no siendo incidental al curso ordinario del debate,  o de adoptar reglas generales referentes a sus procedimientos.”


Creo que esto se puede canalizar perfectamente por la vía de un proyecto de declaración, que es una forma de expresión de la voluntad del cuerpo. No estoy de acuerdo con incorporarlo como una modificación, ya que va a ser rechazado por los anticuerpos de la norma.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Río Negro.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: queda aceptada la propuesta que ha formulado el señor diputado Arias. Asimismo, voy a proponer una modificación al artículo 50 del dictamen –ahora 48‑, consistente en el agregado de la palabra “procedimentales” luego de la expresión “dicten normas”.


Entonces, la nueva redacción del citado artículo sería la siguiente: “Se invita a las provincias y al Gobierno Autónomo de la Ciudad de Buenos Aires para que dicten normas procedimentales sobre regímenes de declaraciones juradas, obsequios e incompatibilidades vinculadas con la ética de la función pública.” 


Con esta corrección y con el agregado del  artículo propuesto por el señor diputado Arias, solicito que se vote el Capítulo XI.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la  palabra la señora diputada por Entre Ríos.

Sra. LIPONEZKY DE AMAVET.- XE "Liponezky de Amavet"  Señor presidente: quiero adherir a la propuesta del señor diputado Soria y reiterar el agradecimiento a los diputados de las distintas bancadas que aportaron su contribución para alcanzar este consenso, a quienes no intervinieron en la etapa inicial de la elaboración del dictamen pero lo hicieron en el recinto y a nuestro bloque, que tomó con absoluta responsabilidad la reflexión y la discusión de este tema. 


Dije al principio del debate que no estamos legislando sólo para otros, sino que fundamentalmente lo estamos haciendo para controlarnos a nosotros mismos. Otra vez rindo culto a la democracia, que nos permite sancionar este tipo de proyectos. 


Habiendo dado el testimonio de aprobar este proyecto de ley  -no obstante las distintas actitudes, en cierto modo obstruccionistas, que aquí se plantearon‑,  quiero exhortar a nuestros colegas de la Cámara de Senadores para que esta iniciativa se convierta en ley en el menor tiempo posible.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Córdoba.

Sr. VIQUEIRA.- XE "Viqueira"  Señor  presidente: antes de terminar formalmente el tratamiento de esta norma, quiero solicitar que la Cámara se aparte de las prescripciones del reglamento para tratar un proyecto que está totalmente vinculado con este debate.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Ya hay varios señores diputados que se han anotado para formular mociones de apartamiento del reglamento. Inmediatamente después de que ellos lo hagan, el señor diputado podrá volver a presentar el pedido que acaba de efectuar.


Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. OLIMA.- XE "Olima"  Señor presidente: quisiera hacer una observación con respecto al artículo 49 del dictamen, que hace referencia a los decretos 7.843/53 y 1.639/89, que fueron derogados por el decreto 494/95, que instituyó a la Escribanía General del Gobierno de la Nación como receptora final.


De tal manera, para que no exista contradicción en el texto, debería decir así: “La Comisión Nacional de
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Ética Pública tomará a su cargo la documentación que existiera en virtud de lo dispuesto por los decretos 7.843/53, 1.639/89 y 494/95. Derógase el decreto 494/95.”

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor miembro informante de la comisión.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: lamentablemente, el señor diputado Olima trae la propuesta al recinto en este momento. Hubiera preferido que nos explicara esto al principio de la reunión, tanto a mí como a los demás integrantes de la Comisión que han consensuado el proyecto. Siendo cierto lo que él dice, tendríamos que reelaborar este artículo.  Por lo tanto, solicito unos minutos para consultar a los miembros de la comisión acerca de la factibilidad de realizar dicha reelaboración a partir de lo que señala el señor diputado Olima, que no dudo debe ser cierto.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Buenos Aires.

Sr. OLIMA.- XE "Olima"  Señor presidente: si el señor presidente de la comisión hubiera leído las observaciones que en su momento le envié no tendría que solicitar unos minutos en esta oportunidad. Estos defectos los señalé en su momento.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor miembro informante de la comisión.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: la comisión acepta la nueva redacción del artículo 49 del dictamen –ahora 47‑, el que entonces quedaría redactado de la siguiente manera: “La Comisión Nacional de Etica Pública tomará a su cargo la documentación que existiera en virtud de lo dispuesto por los decretos 7.843/3, 1.639/89 y 494/95. Derógase el decreto 494/95.”


Con esta redacción del artículo 49 y con la modificación propuesta respecto de una sola palabra del artículo 50, solicito que se vote el capítulo que estamos discutiendo.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor diputado por Mendoza.

Sr. BALTER.- XE "Balter"  Señor presidente: antes de que se vote el capítulo quiero preguntar al presidente de la comisión dónde quedó contemplado lo que planteé oportunamente, porque el señor diputado Soria dijo que ello estaría regulado en un artículo.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Tiene la palabra el señor miembro informante de la comisión.

Sr. SORIA (C.E.).- Señor presidente: creo haber sido claro; la discusión está agotada.  De cualquier forma, siendo el señor diputado Balter un amigo, quiero señalar que el artículo que creo que cumple las expectativas que él tenía al comienzo de esta discusión es el que propuso el señor diputado Arias.  Entiendo que el señor diputado Arias fue claro al decir que tenía razón el señor diputado Balter cuando ejemplificaba con la documentación que había enviado a la comisión de la Dirección General Impositiva.


Considero que la amplitud de este artículo contempla todas las posibilidades que hemos discutido a lo largo de esta semana y dependerá de nosotros dar precisión en los próximos noventa días a lo que cada uno entienda que es el contenido final del artículo propuesto.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- Con las modificaciones propuestas y aceptadas por la Comisión, se va a votar el capítulo XI.

- Resulta afirmativa.

Sr. PRESIDENTE (Pascual).- El artículo 51 del dictamen ‑ahora 49‑ es de forma.


Queda sancionado el proyecto de ley.


Se comunicará al Honorable Senado. (Aplausos.)

� Véase el texto del dictamen en el Diario de Sesiones del día 20 de agosto de 1997. (Pág.       )


� Véase el texto de la inserción en el Apéndice. (Pág.    )


� Véase el texto de la sanción en el Apéndice (Pág.      )





